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Dr. Juan Larrea Holguín. 

Nueva Estructura Constitucional Ecuatoriana 

INTRODUCCION 

El presente comentario no pretende ser un tratado de Derecho 

Constitucional por lo cual se prescindirá de antecedentes históricos harto conocidos, 

así como del desarrollo de cuestiones meramente teóricas o doctrinales. El propósito 

fundamental de este libro será el de demostrar la relación existente entre las normas 

de la Carta Política Fundamental y las demás leyes del Ecuador principalmente las 

de carácter público. Me esforzaré por hacer notar la concordancia entre la norma 

fundamental y las reglas secundarias y en los casos en que sea preciso se anotarán 

las discordancias existentes, sugiriendo las reformas necesarias. Para este trabajo 

se han revisado cuidadosamente más de 80 leyes de la República con sus 

correspondientes reformas. También se tienen en cuenta los principales 

instrumentos internacionales que el Ecuador ha suscrito y que tienen relación con 

la Constitución de la República. Precedió a la elaboración de este trabajo el que 

publiqué a las pocas semanas de expedida la Carta Política Fundamental 

consistente en el texto de la Constitución acotada con sus principales concordancias 

y con un título que puse a cada uno de los artículos además de un detallado índice 

por materias. Las concordancias han sido notablemente aumentadas, 

probablemente se han triplicado y sirven como de línea directiva para este 

comentario que tendrá por consiguiente un carácter eminentemente positivo. En lo 

posible seguiré el orden de la misma Constitución puesto que está debidamente 

estructurada. Se analizarán en términos generales los títulos de la Carta Política 

en su mismo orden de situación dentro de ella. El índice final permite la consulta 

rápida de los asuntos con referencia a los Artículos de la Constitución. 

EL SISTEMA 

Ha sido ya tradicional en el Ecuador que las Constituciones tengan dos 

partes claramente distintas. La una a veces llamada dogmática que contenía los 

principales derechos, su declaración, y garantías, y la segunda 



10 DR. JUAN LARREA HOLGUIN 

relativa a la estructura del Estado, su organización, las funciones públicas y sus 

órganos. También la Constitución de 1967 presenta estas dos partes, aunque el 

Legislador no las ha dividido llamándolas partes, secciones, capítulos o de otra 

manera. En realidad, hay una serie de títulos que se pueden agrupar bajo la 

denominación de parte dogmática y otros que se podrían incluir en la tradicional 

parte orgánica. 

La Constitución está dividida en 14 títulos. El primero trata de conceptos 

fundamentales. El segundo de la nacionalidad. El tercero de la ciudadanía. El cuarto 

de los derechos y deberes y garantías, el quinto de la economía. El sexto del sufragio 

y sus órganos. El séptimo de la función legislativa. El octavo de la función ejecutiva. 

El noveno de la función jurisdiccional. El décimo de otros organismos del Estado. El 

undécimo del régimen seccional. El décimo segundo de la fuerza pública. El décimo 

tercero disposiciones varias. El décimo cuarto de la supremacía de la Constitución, 

su reforma y permanencia. Los cuatro primeros títulos comprenden pues la parte 

teórica o doctrinal y los restantes se refieren a la estructura del Estado. Algunos 

títulos se subdividen en capítulos como por ejemplo el noveno que trata de la función 

jurisdiccional comprende varios Capítulos. El 1° del Tribunal de Garantías 

Constitucionales, el 2° del Ministerio Público, el 3° de la Contraloría General del 

Estado, el 4° de la Superintendencia de Bancos, el 5° de la Superintendencia de 

Compañías, el 6°- de la Junta Nacional de Planificación y Coordinación. 

La presente Constitución de la República es sin duda la más extensa de 

cuantas se han dictado. Comprende 260 Artículos además de las disposiciones 

transitorias que son 9 y un artículo final relativo a la Vigencia. La Constitución fue 

aprobada el día 25 de Mayo de 1967 y el mismo día se ordenó su publicación que 

apareció en el Registro Oficial de esa fecha. Posteriormente se realizó una nueva 

edición oficial de la Constitución de la República en un llamado suplemento del 

Registro Oficial 254 de 16 de noviembre de 1967. Esta segunda edición oficial fue 

hecha por la Comisión Legislativa y se tituló Codificación de la Constitución de la 

República. En ella se han introducido algunos cambios de redacción, se han 

corregido algunos errores de la primera publicación oficial y se incorporaron los 

títulos de cada Artículo que redacté para la edición privada que he mencionado 

anteriormente. Es de advertir que esta edición segunda oficial realizada por la 

Comisión Legislativa, aunque figura como suplemento al Registro Oficial de 16 de 

Noviembre del año 67 en realidad se terminó de imprimir a mediados del mes de 

Abril de 1968 y ha circulado relativamente poco. Es discutible el valor de esta 

segunda edición oficial por el carácter- que pretende tener de Codificación ya que la 

Comisión Legislativa está autorizada para codificar las leyes de la República, pero 

nada se dice de la Ley Fundamental. 

En todo caso los cambios entre la primera y la segunda edición son 

insignificantes y, como he anotado, en algunos casos se trata de corrección de errores 

de imprenta que lamentablemente se produjeron en la primera edición oficial cosa 

que desde luego no debería suceder en un instrumento de tanta importancia para la 

vida nacional como es la Constitución de la República. 
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DEL PREAMBULO 

Uno de los puntos más largamente debatidos durante la Asamblea Nacional 

fue el relativo al Preámbulo de la Constitución. Efectivamente en él se trataba de 

sentar las bases doctrinales que han de inspirar a toda la Carta y se enfrentaron los 

diversos grupos o tendencias políticas. Finalmente se llegó a una redacción 

relativamente transaccional con la cual coincidieron la mayor parte de los 

asambleístas. 

Recoge el Preámbulo una serie de principios muy arraigados en el alma 

popular, aceptados por la gran mayoría de la Nación y que no implican agravio a la 

mentalidad de ninguna persona. 

El Preámbulo es eminentemente positivo, afirma valores humanos y se debe 

tener en cuenta para la interpretación de todas las normas jurídicas puesto que 

constituye como la quintaesencia de la Carta Fundamental. 

Opino que en la interpretación de las leyes no se debe estar únicamente a 

la materialidad de la letra, sino que es preciso consultar el espíritu, la historia, los 

principios que han inspirado la legislación. Esto es tanto más necesario en las 

cuestiones de Derecho Público. Aún en materias civiles, el Art. 18 del Código Civil, 

autoriza la consulta del espíritu y de la historia de la Ley cuando el tenor literal de 

ésta no es suficientemente claro. En el caso de las normas políticas y de las 

pertenecientes al Derecho Público en general, el recurso al espíritu y a la historia 

de la ley son imprescindibles. 

El Preámbulo dice así: “El pueblo del Ecuador, fiel a la tradición 

democrática y republicana que inspiró su nacimiento como Estado, consigna en esta 

Constitución las normas fundamentales que amparan a sus habitantes y garantizan 

su libre convivencia bajo un régimen de fraternidad y justicia social. Para ello invoca 

la protección de Dios, proclama su inquebrantable adhesión a la causa de la paz y 

la cultura universales, declara inalienables los fueros de la persona humana y 

condena toda forma de despotismo individual o colectivo”. 

La Constitución se dicta en nombre del pueblo del Ecuador, es decir, del 

elemento humano integrante del Estado. 

No se hace referencia, de momento, a la sede de la soberanía a la cual se 

referirá más expresamente el Art. 2 de la Constitución, pero coincide con el 

pensamiento de dicho Artículo que dice que “la soberanía reside en el pueblo y se 

ejerce por los órganos del poder público”. Este principio, que arranca de la ideología 

imperante en la época de la Revolución Francesa, indudablemente ha sido superado 

con el concepto de que la soberanía radica en el Estado, pero puede admitirse que 

radicando en el Estado es sin embargo el pueblo, es decir el elemento humano, el 

que ejerce a través de los órganos o en una forma directa, o más directa en el caso 

de la Asamblea Constituyente, la soberanía y principalmente el poder soberano de 

legislar sobre su propia estructura constitucional. 
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Es de suma importancia notar que en el Preámbulo se fundamentan los 

principios básicos en la tradición a la cual el pueblo del Ecuador se manifiesta fiel. 

Dice efectivamente el Preámbulo que, el pueblo del Ecuador fiel a la tradición 

democrática y republicana dicta las normas de esta Constitución, etc. Es curiosa la 

coordinación de un principio revolucionario como es el de la soberanía popular con 

el principio tradicionalista en el cual se funda la declaración del Preámbulo. Tiene 

mucho valor este principio de la tradición reafirmado en el Preámbulo. Es el 

Ecuador el que fiel a su tradición democrática y republicana se vuelve a estructurar. 

No se trata de un nuevo Estado, de una nueva República como se ha dicho o se ha 

hablado, en países europeos principalmente, cuando han cambiado de Constitución. 

Es el mismo Estado, el Ecuador, manteniéndose fiel a sus tradiciones y sin cambios 

sustanciales. 

El paréntesis de Gobierno, o Gobiernos, de facto producido a raíz de 1963 y 

que termina con la expedición de la Constitución de la República en 1967, no se 

aprecia por consiguiente como una transformación fundamental del Estado, sino 

como un simple paréntesis en la vida democrática y republicana que se reinstaura 

con los mismos principios anteriores. El nuevo régimen jurídico, por consiguiente, 

debe entenderse en sus lineamientos principales e interpretarse en caso de duda de 

conformidad con esta tradición, de acuerdo con el régimen jurídico existente antes 

de 1963. 

El mismo Preámbulo hace referencia también a que el Estado ecuatoriano 

nació con un carácter democrático y republicano. Esta tradición democrática y 

republicana inspiró el nacimiento del Ecuador como Estado. Se refuerza así el 

concepto tradicional, el valor tradicional de la forma democrática y republicana. El 

Preámbulo no sostiene una primacía de esta forma democrática y republicana, no la 

explica o la justifica de ninguna otra manera que por su valor tradicional ya que 

inspiró el mismo nacimiento del Estado y ha perdurado a lo largo de su agitada 

historia y a pesar de los eventos que han interrumpido el funcionamiento ordinario 

del Estado como democrático y republicano. 

Luego señala el Preámbulo cuál es el objeto de la Constitución: consignar 

las normas fundamentales que amparan a los habitantes y garantizan su libre 

convivencia bajo un régimen de fraternidad y justicia social. Merece ponerse de 

relieve esta parte del Preámbulo que indica también una orientación de suma 

importancia para la interpretación legal. Las normas de la Constitución de la 

República son normas de protección, de amparo a los habitantes; amparo y garantía 

que deben entenderse dentro de un espíritu de fraternidad y justicia social. No es 

pues admisible una interpretación inspirada en los viejos principios de un 

individualismo exagerado tal como inspiraba a las constituciones de principios de 

siglo, particularmente a la de 1906. Y este espíritu debe primar en la interpretación 

de las leyes secundarias puesto que ninguna norma puede hallarse en contradicción 

con la Constitución de la República y esa contradicción río puede surgir por una 

interpretación guiada por un espíritu distinto del que inspira a la misma Carta 

Fundamental. 
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Para cumplir estos objetivos el pueblo del Ecuador, representado por los 

Diputados en la Asamblea Constituyente, invoca la protección de Dios. Así lo dice el 

Preámbulo. Se trata de una profesión de fe, pública, solemne, que encabeza la 

Constitución de la República. El Estado Ecuatoriano, desde hace mucho tiempo, por 

lo menos desde 1900, es un Estado laico. Existe el régimen de separación de Iglesia 

y Estado. Se puso término al régimen de Concordato o de colaboración íntima entre 

Iglesia y Estado. Pero la estructura fundamental del pueblo ecuatoriano no se ha 

cambiado por esto. El Ecuador sigue siendo un país eminentemente católico y la 

Constitución de la República, con mucha sabiduría, ha reflejado esas creencias al 

invocar en el Preámbulo el nombre de Dios, la protección de Dios, antes de 

estructurar el Estado y dar las normas fundamentales. 

Esto exige que también en la interpretación de las leyes se tenga en cuenta 

este respeto del Legislador, esta fundamental sumisión de la Carta Política a la 

soberanía espiritual, suprema, de Dios. Ninguna disposición legal contraria a los 

principios religiosos del pueblo ecuatoriano se puede considerar propiamente 

constitucional. No es admisible ninguna norma que haga agravio a la Religión, a los 

derechos de la libertad de conciencia, al derecho del pueblo para creer, adorar, servir 

a Dios. 

El reconocimiento solemne de Dios en la Constitución de la República presta 

también una base segura al derecho natural. No existe un derecho natural sólido 

sino se basa en la existencia de un Ser Supremo, Creador, Señor, Juez de todas las 

cosas y las leyes no pueden tampoco prescindir del concepto de derecho natural. Se 

ha dado por consiguiente una base sólida a toda la estructura legal al realizar esta 

invocación del nombre de Dios. 

Otros tres principios importantes se señalan en el Preámbulo: “El pueblo 

del Ecuador se adhiere inquebrantablemente a la causa de la paz, de la cultura 

universal y declara inalienables los fueros de la persona humana”. Estos tres 

principios tienen amplia aplicación a lo largo de la Carta Constitucional en una serie 

de garantías y derechos que se afirman en ella. 

Finalmente, el Preámbulo condena toda forma de despotismo individual o 

colectivo. Esta censura es como un resumen de todo lo anterior ya que el despotismo 

implicaría una negación de la forma republicana y democrática del Estado y 

Gobierno del país, un desconocimiento de los principios que conducen a la verdadera 

paz, el desarrollo de la cultura y el respeto de la persona humana. En esta forma el 

Preámbulo cierra con apretado resumen el ciclo de los grandes principios que se 

desarrollan a continuación en los Títulos de la Constitución de la República. 

TITULO PRIMERO 

CONCEPTOS FUNDAMENTALES 

Los diez primeros artículos de la Constitución tratan de conceptos 

referentes a lo más general de la organización y finalidades del Estado: 
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Art. 1° trata de las Formas del Estado y su Gobierno. 

Art. 2° de la Sede de la soberanía. 

Art. 3° de la responsabilidad de los órganos del poder público. 

Art. 4° de la igualdad ante la Ley. 

Art. 5° de la territorialidad de la Ley. 

Art. 6? del territorio del Estado. 

Art. 1° del idioma y signos. 

Art. 8? de la Capital de la República. 

Art. 9° de los principios de Derecho Internacional que acata el País. 

Art. 10° de la finalidad más genérica del Estado que consiste en el bien 

común. 

No se trata desde luego de simples definiciones de palabras o de conceptos 

sino de verdaderos preceptos constitucionales que asimismo deben tenerse 

presentes en la aplicación e interpretación de las demás normas jurídicas. 

Formas del Estado y el Gobierno. 

Dice el Art. 1°: “La Nación Ecuatoriana para cumplir su destino histórico 

constituye un Estado soberano, democrático y unitario. 

Su Gobierno es republicano-presidencial y por tanto electivo, 

representativo, responsable y alternativo”. 

Concordancias: Constitución 70, 258, 259. 

Ley Contencioso Administrativo: Registro Oficial 338: 18-III-6S. 

Ley de Régimen Administrativo 5, 15. 

Nótese que de conformidad con lo ya dicho en el Preámbulo se reafirma el 

principio tradicional del destino histórico del país. En este caso se habla de la Nación 

Ecuatoriana, es decir, de esta persona moral constituida por un pueblo y asentada 

en un territorio, con una finalidad, una organización, un alma propia que 

constituyen el Estado soberano del Ecuador. Estado de carácter democrático y de 

estructura unitaria. 

Efectivamente, estas tres características del Ecuador han existido siempre 

desde sus orígenes. Solamente en los albores de la Patria se concibió una semi-

soberanía que integraba al Ecuador dentro de la Gran Colombia. Pero a partir de la 

misma Constitución de 1830 el Ecuador ha sido Estado soberano, que decide en 

última instancia de sus propios asuntos, sin sometimiento a otro Estado. El carácter 

democrático se desarrolla en la misma Constitución a lo largo de numerosos 

artículos y en este mismo Título Primero cuando se habla de la igualdad ante la Ley, 

de la responsabilidad de los órganos del Estado y de la necesaria dirección hacia el 

bien común, características todas ellas del Estado democrático. 

En cuanto a la estructura unitaria ha sido largamente debatida sobre todo 

durante el siglo pasado, habiéndose intentado varias veces fórmulas federalistas o 

semi-federalistas, pero también el destino histórico del país 
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ha conducido a la forma unitaria que se reafirma en este primer Artículo de la 

Constitución. 

En cuanto a la forma del Gobierno se indica que es Republicano y 

Presidencial, cosa que también tiene arraigo tradicional en el país. Solamente la 

Constitución de 1929 intentó un sistema no puramente presidencial, sino que se 

aproximaba a los sistemas parlamentarios propios de algunos países europeos. Pero 

la línea general, histórica, del país ha sido la del Gobierno Presidencial. 

Otras leyes secundarias coinciden con estas afirmaciones de la actual 

Constitución que no presentan novedad frente a las anteriores Cartas Políticas. Así 

el Art. 5 de la Ley de Régimen Administrativo habla de que la Función Ejecutiva se 

ejerce por órgano de los Ministres de Estado, es decir, que se señala características 

muy salientes del régimen presidencial. El Art. 13 de la misma Ley establece la 

responsabilidad de los Ministros de Estado. Sobre esta responsabilidad se insiste en 

el Art. 3 de la Constitución actual y en otros, principalmente el Art. 27. 

El sentido de la responsabilidad tan esencial dentro del régimen 

republicano, democrático, se ha reafirmado notablemente en virtud de la Ley de lo 

Contencioso Administrativo, dictada con posterioridad a la aprobación de la Carta 

Política y promulgada en el Registro Oficial 338 del 18 de Marzo de 1968. 

Se puede decir que las formas del Estado y de Gobierno del Ecuador son los 

principios constitucionales más sólidos y que toda la Carta Política y en general el 

régimen jurídico del país tratan de afirmar para que sean verdaderamente 

inamovibles. Esta es la razón por la cual el Art. 239 de la misma Constitución afirma 

que ésta no perderá su fuerza obligatoria aun cuando por acto de rebelión o de fuerza 

dejare de observarse. Tampoco puede alterarse lo relativo al régimen presidencial 

democrático ni siquiera en virtud de una consulta al pueblo mediante la institución 

del Referéndum o Plebiscito. Estos puntos fundamentales de la estructura del 

Estado y su Gobierno no pueden ser alterados en forma alguna según el explícito 

deseo de la Asamblea Nacional Constituyente que coincide con el criterio 

prácticamente unánime de la Nación Ecuatoriana. 

Sede de la Soberanía. 
\ 

Art. 2. — La soberanía reside en el pueblo, y se ejerce por los órganos del 

Poder Público. 

Al comentar el Preámbulo ya señalé el origen de esta declaración que trae 

su antecedente de la doctrina dominante en la época de la Revolución Francesa. 

Esta doctrina se ha hecho tradicional en los Estados democráticos, republicanos, 

como el nuestro y aunque no es técnicamente exacta ya que la Sede de la Soberanía 

propiamente es el Estado mismo como tal, sin embargo, se ha impuesto como un 

concepto generalmente admitido. 
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La soberanía es el poder de decidir en última instancia las cuestiones de la. 

Propia competencia. El Estado decide en última instancia lo referente al bien común 

temporal y por eso radica en él la soberanía temporal, del mismo modo que la Iglesia 

tiene soberanía en las cuestiones religiosas o espirituales en las cuales igualmente 

decide en última instancia. (*) 

En las democracias indirectas, como la nuestra, el Poder Público no se ejerce 

directamente por el pueblo sino a través de los órganos del Estado. Sin embargo, en 

la actual Constitución hay dos instituciones que hacen posible el ejercicio limitado, 

directo, de la soberanía por parte del pueblo. La primera es tradicional y consiste en 

el ejercicio del voto, mediante el sufragio el pueblo elige sus dignatarios. La segunda 

institución es nueva en nuestra tradición política y es el Referéndum o Plebiscito 

del cual hablaremos más adelante. También en el Referéndum el pueblo 

directamente actúa usando de la soberanía. 

Responsabilidad de los órganos. 

Art. 3. — Todo órgano del Poder Público es responsable, y no puede ejercer 

otras atribuciones que las consignadas en las normas legales. 

Concordancias: —Constitución de la República: 27, 132, N° 9, 187, 191, 197, 198, 

226, 249. 
—Código Civil 8. 
—Ley de Patrocinio del Estado 9, 10, 13, 22. 

Este artículo contiene dos disposiciones muy importantes y en realidad 

bastante diferentes y poco conexas entre sí. La una es la relativa a la 

responsabilidad de los órganos del Poder Público y la otra se refiere más bien a la 

limitación de las atribuciones de dichos órganos. Esta segunda puede calificarse 

como principio de la legalidad de las atribuciones del Poder Público. Ninguna 

autoridad u órgano del Estado tiene otras atribuciones que las consignadas en las 

leyes. 

Rige en el Derecho Público un principio radicalmente opuesto, contarlo, al 

señalado para el Derecho Privado en el Art. 8 del Código Civil, que todo lo que no 

está prohibido está permitido. El principio de libertad como regla general rige 

efectivamente dentro del ámbito del Derecho Privado, en tanto que en el Derecho 

Público la norma es precisamente la contraria. Solamente se puede aquello que la 

Ley permite o por lo menos las autoridades y órganos del Estado solamente pueden 

desempeñar las atribuciones señaladas por la Ley. 

En cuanto a la responsabilidad el Art. 3 de la Constitución se refiere a la 

responsabilidad de los órganos del Poder Público, en tanto que el Art. 27 señala la 

responsabilidad del Estado mismo agregando que también son responsables las 

demás entidades de Derecho Público y las entidades semi-públicas. En rigor esta 

disposición del Art. 27 parece más genérica, 

 

(*) Cfr. Tobar Ribadeneira, Luis: El proyecto de Constitución Política, en Revista de la Asociación Escuela 

de Derecho de la Universidad Católica, N° 19. Quito, 1967. 
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más indeterminada y habría sido preferible que ocupara el lugar del Art. 3° o por lo 

menos los dos artículos mencionados, 3 y 27, pudieron fundirse en uno solo que 

figurara en este primer Título de la Constitución. Es cierto que el Art. 27 además de 

declarar la responsabilidad del Estado y de las entidades de Derecho Público o semi-

públicas precisa la consecuencia de que todos ellos están obligados a indemnizar a 

los particulares por los perjuicios irrogados en sus bienes y derechos como 

consecuencia de una actividad de los servicios públicos o de los actos de sus 

funcionarios y empleados en el desempeño de su cargo. Esta consecuencia ya es más 

concreta y podría justificar en cierto modo la localización del Art. 27 aunque de todas 

formas habría sido preferible señalar primeramente la responsabilidad del Estado 

y luego la de los órganos del mismo y no al revés, como se ha hecho. 

La responsabilidad tanto del Estado como de los funcionarios se hace 

efectiva a través de una serie de recursos. Unos son de carácter político como el 

señalado en el Art. 132 N° 9 de la misma Constitución o en el Art. 187. Otros pueden 

ser recursos de índole penal y también recursos civiles o los recursos específicos 

frente a la administración principalmente señalados en la Ley de lo Contencioso 

Administrativo. 

La importancia del principio de que todo órgano y funcionario del Estado 

son responsables, justifica que la Constitución insista sobre este punto en 

numerosas disposiciones como puede apreciarse por las Concordancias de este 

artículo y las del Art. 27. La misma Constitución señala también en varios casos en 

qué forma se hacen efectivas las responsabilidades y ante qué órganos. Los 

principales son el Congreso Nacional, la Contralo- ría General de la Nación o del 

Estado, el Tribunal de Garantías Constitucionales y los Tribunales de Justicia 

ordinaria. 

Una de las finalidades más importantes del Ministerio Público consiste 

también en hacer efectivas estas responsabilidades y la Ley de Patrocinio del Estado 

señala las obligaciones a este respecto, tanto del Procurador General del Estado 

como de los Fiscales, en los diversos ramos o mejor en los diversos grados de la 

Administración de Justicia. El Art. 22 de la Ley de Patrocinio del Estado establece 

que el Fisco no será nunca condenado en costas, pero responderá de éstas el 

Procurador o el Fiscal que hubiese sostenido el pleito de mala fe o con temeridad 

notoria. En principio se presume la buena fe del Estado dadas todas las garantías 

de actuación legal que existen, sin embargo, es posible la actuación de mala fe por 

parte de quienes actúan en nombre del Estado y entonces la responsabilidad se 

centra en dichas personas, aún en este aspecto particular del pago de las costas 

judiciales. 

Un punto sumamente delicado, difícil de definir, es el relativo a la 

responsabilidad de las personas que integran la Fuerza Pública. El Art. 249 de la 

Constitución declara que la fuerza pública no es deliberante. Por consiguiente, en 

principio, quienes obedecen órdenes no responden, los responsables son quienes 

imparten tales órdenes, las autoridades emanantes como las llama dicho artículo 

son las que responden por las órdenes contrarias a la Constitución y las Leyes. Sin 

embargo, en algunos casos, los individuos 
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de la fuerza pública pueden y aún deben resistir las órdenes inconstitucionales que 

reciban sobre todo cuando ésta alteraría profundamente el orden público o tenderían 

a destruir la estructura misma del Estado, el orden constituido o el Gobierno 

legítimo. La obediencia en dichos casos no exime de responsabilidad sino cuando no 

pudo resistir en forma alguna el subordinado a la orden inconstitucional dada por 

su superior. 

Igualdad ante la Ley. 

Art. 4. Los ecuatorianos son iguales ante le Ley. 

Concordancias: —Constitución 25, 74. 

—Código Civil 1499. 

—Código Fiscal 1, 3. 

—Decreto Supremo 1037: R.O. 140: 14-X-66. 

—Decreto Supremo 476-A: R.O. 22: 8-IV-64;36. 

También este importantísimo principio de la igualdad está tratado en más 

de un artículo de la Constitución y principalmente conviene cotejar este artículo 4 

con el 25. El primero declara la igualdad de les ecuatorianos ante la Ley y el 25 se 

refiere a Ja igualdad de todos los habitantes puesto que no se admite distinción 

alguna ni por motivos de raza, sexo, filiación, idioma, religión, opinión política, 

posición económica o social. Se refiere a todas las personas sean o no ecuatorianos; 

también en otras disposiciones legales se habla de la igualdad de ecuatorianos y 

extranjeros. En teoría convenía igualmente aquí señalar primero la igualdad más 

amplia, más comprensiva, la que abarca ecuatorianos y extranjeros y luego 

concretarse a la igualdad de los ecuatorianos señalando su ámbito. 

Por otra parte, la igualdad fundamental ante la Ley no significa 

necesariamente que todos gocen actualmente de iguales derechos. La medida de 

éstos depende de muchas circunstancias concretas. El ejercicio de los derechos puede 

estar subordinado al cumplimiento de ciertos requisitos que no se encontrarán en 

todas las personas. Estas diferencias, en cierto modo accidentales, en nada 

perjudican a la igualdad fundamental declarada en la Constitución de la República. 

Sin embargo, es punto muy delicado el de determinar hasta qué extremo 

puede y debe la Ley señalar requisitos, condiciones para el ejercicio de ciertos 

derechos sin que ello implique una violación de la igualdad fundamental. Es una 

cuestión de apreciación cualitativa sumamente difícil. Los puntos extremos de la 

cuestión no presentan mayor dificultad. Es evidente que un privilegio rompería el 

principio ele la igualdad. En forma parecida si a un ciudadano se le privara de todos 

sus derechos o de la mayor parte de ellos o de los más importantes sin justa causa 

se iría contra el principio de la igualdad. En otros casos se trata de exigencias 

especiales de la Ley para el desempeño de ciertos cargos y entonces son justificables 

por ejemplo las incompatibilidades. Nadie niega la incapacidad que deriva del 

ejercicio de ciertos cargos para desempeñar otros. Más delicada resulta la cuestión 

cuando se refiere a la incompatibilidad entre el ejercicio de 
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ciertos derechos y el desempeño de una profesión u oficio, o el desempeño de una 

función pública. Singularmente se presenta este problema en el caso de la Fuerza 

Pública y de los individuos que forman parte del estado eclesiástico. Respecto de los 

primeros se debatió en el seno de la misma Asamblea y ha sido objeto de 

controversias muy graves desde hace mucho tiempo. Hasta qué punto los individuos 

de la fuerza pública pueden ser privados del ejercicio activo de los derechos políticos. 

Sobre este punto se tratará más adelante. Igualmente, en lo referente a las personas 

que forman parte del fuero eclesiástico, sacerdotes, religiosos. Y en el caso de la 

fuerza pública es discutible el que se les prive del ejercicio de algunos derechos 

políticos como el de ser elegidos para Magistrados, desempeñar cargos, formar parte 

de partidos políticos, intervenir activamente en ellos. Más discutible, desde el punto 

de vista puramente constitucional, resulta la prohibición dirigida a sacerdotes, 

religiosos y ministros de cualquier culto de desempeñar funciones públicas, 

intervenir en los partidos políticos y aún de ejercer ciertas profesiones o funciones 

públicas como la de jueces, magistrados, etc. 

Desde el punto de vista del Derecho Canónico no hay problema ya que el 

Derecho de la Iglesia considera que todas esas funciones no son propias de 

eclesiásticos. Pero el problema se plantea en el plano civil, en el plano constitucional. 

¿Puede la Constitución de la República, pueden las leyes del Ecuador poner en una 

condición de inferioridad a los individuos, a los ciudadanos ecuatorianos por el hecho 

de que tengan unas funciones religiosas específicas? Este es el punto muy discutible. 

Téngase en cuenta además que el Ecuador por ser un Estado laico, que no reconoce 

la unión o la coordinación de su actuación con la Iglesia, en rigor ni siquiera puede 

definir o determinar quiénes son esos religiosos y esos sacerdotes o ministros de 

cualquier culto sino recurriendo al Derecho Canónico. De tal forma que hay una 

contradicción en excluir a estas personas de las funciones públicas y por otra parte 

no reconocer la plena validez del Derecho Canónico, el único que podría determinar 

quiénes son las personas a las que se cierra la actividad política y la intervención en 

funciones públicas. Por otra parte, algunas leyes de la República llaman al ejercicio 

de funciones públicas de singular importancia a determinados eclesiásticos, así por 

ejemplo en la Junta Consultiva del Ministerio de Relaciones Exteriores, es miembro 

nato el Arzobispo de Quito. La Ley 476 A, publicada en el Registro Oficial 222 de 8 

de abril de 1964, que establece la Junta de Mejoras del Archipiélago de Colón, 

nombra en su Art. 3° al Prefecto Apostólico, es decir al Ordinario del lugar, que hace 

las veces de Obispo de las Islas Galápagos, como uno de los integrantes de dicha 

Junta y está incluso llamado al ejercicio de la Presidencia alternativamente con 

otros funcionarios de esta importante organización, que incluso maneja los fondos 

destinados al adelanto de esa región del país. 

De los aspectos concretos sobre las desigualdades establecidas entre los 

ecuatorianos y en general entre las personas, trataremos en sus respectivos lugares, 

en lo relativo al Derecho Público. 

En cuanto al Derecho Privado el principio de la igualdad es am- 
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pliamente acogido por nuestras leyes, como muestra valga citar el Art. 1499 del 

Código Civil, que declara igualmente capaces todos los individuos mientras la Ley 

no establezca su incapacidad. Podemos apreciar también en este caso, que el 

principio de la igualdad tiene sus limitaciones necesarias y justificables. En los 

artículos siguientes del mismo Código Civil, se indica, quienes son incapaces por 

hallarse en determinadas circunstancias que evidentemente les hacen de una 

condición distinta de los demás individuos. 

Territorialidad de la Ley: 

Art. 5. Todos los habitantes están sujetos al orden jurídico del Estado y 

deben acatamiento a sus autoridades. 

Concordancias: —Convención de Viena: Registro Oficial 376 de 18-XI-1964. —

Código Civil 10, 13, 35. 

—Ley de Compañías de Seguros 1. 

—Código de Procedimiento Civil 623. 

—Código Penal 3, 5, 120. 

—Código de Procedimiento Penal 418 

—Ley de Tránsito Terrestre 5, 10. 

—Código Sánchez de Bustamante 1, 2, 3, 296 a 304. 

El problema de la territorialidad o generalidad de la Ley pertenece al 

Derecho Internacional Privado. Esta regla es muy antigua y ha sufrido numerosas 

excepciones; en el estado actual del derecho se puede decir que la territorialidad de 

la Ley se combina con la personalidad de la Ley, dando origen a los sistemas mixtos 

de conflictos de leyes. Es verdad que en algunos países hay una nueva tendencia al 

predominio del concepto territorialista absoluto, tal sucede en la más reciente 

Jurisprudencia de los Estados Unidos de Norteamérica, sin embargo, el desarrollo 

científico del Derecho Internacional Privado exige una proporcionada aplicación 

tanto del principio de la territorialidad, como del principio de la personalidad de la 

Ley. 

El Art. 5 de la Constitución más que resolver el problema planteado, se 

refiere simplemente al ámbito de la soberanía nacional, a la exclusión de todo otro 

poder temporal dentro del territorio del país y afirma la territorialidad en el doble 

aspecto del orden legal y de la jurisdicción por parte de las autoridades más variadas 

de la Nación. Esto no quita que el Estado ecuatoriano acatando las reglas de Derecho 

Internacional a las que expresamente se refiere también el Art. 9 de la Constitución, 

pueda admitir la vigencia de leyes extranjeras o la aplicación de leyes extranjeras 

para determinados casos dentro del territorio nacional. También los ecuatorianos 

pueden estar sometidos a la jurisdicción de autoridades extranjeras, pero en ningún 

caso dentro del territorio del país. 

Las citas de leyes señaladas en las concordancias hacen referencia a las 

principales aplicaciones del principio de la territorialidad de la Ley que se repite 

efectivamente en muchas disposiciones de leyes secundarias tanto para los efectos 

del Derecho Civil, del Derecho Privado en general, como para los del Derecho Público 

principalmente del Derecho Penal. 
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Citamos especialmente la Convención de Viena sobre los derechos de los 

diplomáticos y cónsules, porque contienen importantes casos de excepción a la 

territorialidad de la Ley, admitidos universalmente y aceptados también por 

nuestro país en virtud de la suscripción y ratificación de ese instrumento 

internacional. 

Es bien sabido que el Código Sánchez de Bustamante fue igualmente 

incorporado al sistema jurídico del país mediante la suscripción y ratificación de la 

Convención de La Habana 'del año de 1928, la cual, aceptada en igual forma por 

otras catorce naciones latinoamericanas ha transformado a este instrumento en un 

documento básico y de aplicación muy amplia dentro de nuestro continente. 

El Código Sánchez de Bustamante combina también en forma equilibrada 

los principios de la territorialidad y de la personalidad de la Ley. Para ahondar más 

en este punto deben consultarse los tratados de Derecho Internacional Privado muy 

abundantes en la Literatura de nuestro continente, y en nuestro país deben tenerse 

en cuenta principalmente el Tratado de Derecho Civil Internacional y de Derecho 

Penal Internacional del doctor Carlos Salazar Flor y el Manual de Derecho 

Internacional Privado Ecuatoriano escrito por el autor de este libro. 

Territorio. 

El Art. 6 dice así: el territorio del Estado es inalienable e irreductible, 

comprende el de la Real Audiencia de Quito, con las modificaciones introducidas por 

los tratados válidamente celebrados, las islas adyacentes, el Archipiélago de Colón 

o Galápagos, el mar territorial, el subsuelo y el espacio aéreo correspondiente. 

Concordancias: —Constitución 237. 

—Código Civil 630, 633. 

—Ley de Pesca y Cacería Marítimas 1, 2, 3, 4. 

—Decreto Supremo 1542: R.O. 158: ll-XI-66. 

—Decreto 70 N? 74: 28-11-67. 

—Decreto Legislativo (sin número) R.O. 78: 6-III-67. 

—Convenciones sobre mar territorial R.O. 376: 18-XI-64. 

—Ley del Servicio Exterior 1. 

El elemento material del Estado es el territorio en su sentido más amplio, 

que comprende la tierra firme e islas, el mar adyacente, el mar territorial, el 

subsuelo y el espacio aéreo. 

Es difícil la determinación constitucional de la amplitud del territorio. En 

las últimas constituciones de la República se ha hecho referencia al elemento 

histórico de acuerdo con la doctrina ampliamente reconocida en América, 

consistente en que los estados americanos se constituyeron sobre la base de las 

antiguas audiencias y capitanías generales. En el caso del Ecuador, el territorio de 

este país corresponde fundamentalmente al de la antigua Audiencia de Quito; más 

la incorporación posteriormente hecha de 
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las Islas Galápagos, y las modificaciones verificadas por los tratados válidamente 

celebrados. Queda pendiente el grave problema de si el último tratado de límites con 

el Perú celebrado en 1942, es válido o no. 

En cuanto al dominio sobre el mar se reconocen diversas zonas: las del mar 

adyacente, la del mar territorial, la del mar continental, la del mar que cubre la 

plataforma continental, etc., y estos diversos conceptos son hoy día también objeto 

de graves debates. Normalmente se acepta de todos modos que la soberanía del 

Estado se ejerce propiamente sobre el mar territorial cuya amplitud más o menos 

grande fija cada Estado, siempre que no perjudique los derechos adquiridos por otros 

estados; en tanto, que los otros conceptos de mar adyacente, mar continental, etc., 

sirven más bien para determinados concretos efectos, principalmente de protección 

de las riquezas marítimas en beneficio principalmente de los estados ribereños pero 

con una redundancia positiva en favor de toda la humanidad. 

El Código Civil habla de la plataforma y zócalo marítimo continental e 

insular adyacentes de las costas ecuatorianas, y las riquezas que se encuentran en 

aquellos, y los califica como pertenecientes al Estado, el que tendrá el 

aprovechamiento de esas riquezas y ejercerá la vigilancia necesaria para la 

conservación de dicho patrimonio y para la protección de las zonas pesqueras 

correspondientes. 

Hasta aquí esta parte del Art. 630 del Código Civil no implica propiamente 

una declaración de soberanía sino de propiedad, pero evidentemente este dominio 

del Estado no podría ejercerse si no se. reclamara también la soberanía sobre estas 

partes integrantes del mar. El mismo Art. 630 define lo que debe considerarse como 

plataforma o zócalo marítimo, esto es, las tierras sumergidas contiguas al territorio 

nacional que se encuentran cubiertas hasta por 200 metros de agua como máximo. 

Este concepto es universalmente admitido. En el Art. 633 que ha sido 

posteriormente reformado por el Decreto Supremo 1542, publicado en el Registro 

Oficial 158 de 11 de noviembre de 1966, se habla del mar adyacente. Dice así 

después de la mencionada reforma: El mar adyacente hasta una distancia de 200 

millas marinas medidas desde los puntos más salientes de la costa ecuatoriana y 

desde los puntos de más baja marea, así como las aguas interiores de los golfos, 

bahías, estrechos y canales comprendidos dentro de una línea trazada por esos 

puntos, es mar territorial y de dominio nacional. Igualmente es mar territorial, el 

mar interior comprendido dentro del perímetro de las 200 millas marítimas, 

medidas desde los puntos más salientes de las islas más externas del Archipiélago 

de Colón. Si por convenios o tratados internacionales que versen sobre esta materia 

se determinaren para la policía y protección marítimas zonas más amplias que las 

fijadas en los incisos anteriores, prevalecerán las disposiciones de estos convenios o 

tratados. 

Precisamente el Ecuador se ha comprometido juntamente con Perú y Chile 

a mantener la doctrina internacional del dominio sobre las 200 millas de mar 

territorial. Pero esta doctrina, hoy día es admitida por pocos países y encuentra 

graves resistencias, sobre todo por parte de las potencias que 
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tienen intereses en la pesca en aguas ricas en abundantes peces como son las que 

pertenecen al mar territorial de estos mencionados tres países. 

La Constitución declara que el territorio es irreductible, de donde no se 

podría constitucionalmente disminuir el límite del mar territorial pero sí podría 

ampliarse. 

En forma más categórica el Art. 1° de la Ley de Pesca y Cacería Marítima 

asevera, que el Estado ejerce su soberanía sobre las aguas territoriales y sobre la 

flora y fauna marítimas. Las plataformas o zócalos submarinos continental e insular 

adyacentes a las costas ecuatorianas y las riquezas que se encuentran en aquellos 

pertenecen al Estado, el que tendrá el aprovechamiento de ellas y ejercerá la 

vigilancia necesaria para la conservación de dicho patrimonio y para la protección 

de las zonas pesqueras correspondientes. Y reafirma a continuación el concepto de 

plataforma o zócalo submarino en forma igual al Código Civil. En cuanto al mar 

adyacente, la misma Ley hace referencia a las doce millas marítimas de veinte al 

grado, medidas desde los puntos más salientes de la costa ecuatoriana y desde la 

línea de más baja marea. 

Este artículo —Art. 3), de la Ley de Pesca y Cacería Marítima debe 

entenderse modificado por el mencionado Decreto Supremo 1542. 

El estado ejerce pues su soberanía, sobre estas zonas del mar, y la soberanía 

se hace efectiva mediante el control de policía marítima, la posibilidad de 

reglamentar el paso de barcos, el fondeamiento de los mismos, así, como las 

actividades de pesca, de cacería, cosas que se hacen principalmente en la 

mencionada Ley de Pesca y Cacería Marítima, en el Código de Policía Marítima y 

en algunas disposiciones especiales como la dictada mediante el Decreto 70, 

publicado en el Registro Oficial 74 de 28 de febrero del 67 relativo a la admisión y 

permanencia de naves de guerra extranjeras en aguas territoriales, puertos, bahías 

y Archipiélago de Colón de la República. 

Por otra parte, el Decreto —sin número— de la Asamblea Nacional 

Constituyente, publicado en el Registro Oficial 78 de 6 de marzo de 1967, declara 

los derechos del Ecuador en la Antártida concretándolos a las zonas situadas entre 

los 84 grados y 30 minutos y 95 grados y 30 minutos de longitud al oeste de 

Greenwich, por estar situada esa zona en los puntos de proyección del territorio 

nacional, sobre la Antártida y las islas vecinas. Incluyéndose en esta declaración de 

soberanía sobre la Antártida las zonas del continente austral que están en la 

proyección del mar (territorial) continental del Ecuador y del mar territorial de las 

Islas Galápagos, en esa forma, la zona reivindicada por el Ecuador en la Antártida 

resulta notablemente amplia. 

Es bien sabido que nuestro país no ha ejercido ningún acto de soberanía en 

el continente Austral ni se ha intentado siquiera alguna expedición de- exploración 

en virtud de la cual se pudiera hablar de una posesión efectiva en dicho continente. 

Por otra parte, la Constitución de la Repú- 
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blica no hace ninguna referencia a este territorio y así la declaración realizada por 

la Asamblea Constituyente debe entenderse más bien como una declaración 

programática, una aspiración máxima que eventualmente podría hacer efectiva el 

país si contara con los medios y las posibilidades de ejercitar con alguna autoridad 

este presunto derecho. 

Corresponde principalmente al Ministerio de Relaciones Exteriores con el 

servicio exterior, la defensa de la dignidad e integridad territorial de la República, 

según la disposición del Art. 1° de la Ley Orgánica del Servicio Exterior, expedida 

por Decreto Supremo 2668, publicado en el Registro Oficial 353 de 15 de octubre de 

1964. 

Idioma y signos. 

El Art. 7 de la Constitución dice así: el castellano es el idioma oficial del 

Ecuador; la bandera, el escudo y el himno son los establecidos por la Ley. 

Concordancias: —Constitución 38. 

—Código Civil 122. 

—Ley notarial 29. 

El hecho de que el castellano sea el idioma oficial implica que todos los 

documentos, leyes del Gobierno y de los órganos del Estado se expidan en este 

idioma, pero no supone una imposición de esta lengua para el uso ordinario, más 

aún, el Art. 38 de la misma Constitución indica que en la educación principalmente 

de campesinos e indígenas se procurará que los maestros y funcionarios que tratan 

con ellos conozcan el idioma quichua y otras lenguas vernáculas que están bastante 

difundidas entre tales personas, de tal forma que lleguen a comprender 

debidamente. Esta disposición no supone descuido de la enseñanza del castellano, 

pues se establece que en las zonas de predominante población indígena se usará de 

ser necesario, además del español, el quichua o la lengua aborigen respectiva, para 

que el educando conciba en su propio idioma la cultura nacional y practique luego 

el castellano. 

Es evidente la intención del legislador de procurar la difusión, conocimiento, 

estudio del idioma oficial sin destruir las culturas autóctonas y su lengua. 

En cuanto a la bandera nacional, al escudo y al himno, es obvio que 

corresponde a la Ley secundaria el determinar sus características. 

También el Código Civil en el Art. 122, asume esta realidad de que algunas 

personas en el Ecuador no hablan la lengua castellana o al menos están más 

familiarizadas con el quichua u otras lenguas indígenas y permite que los testigos 

de matrimonio si no saben el idioma castellano, sean hábiles en caso de entender y 

hablar el quichua. 

La Ley Notarial en el Art. 29 en cambio establece que precisamente 
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deben redactarse las escrituras públicas en castellano y en caso de que los 

comparecientes no hablen esta lengua es necesario recurrir a la intervención de un 

intérprete. 

La Capital del Ecuador es la ciudad de Quito. 

Así lo declara el Art. 8 de la Constitución. 

Concordancias: —Constitución 118, 186 N° 6, 190 N° 6, 202, 246. 

—Ley del Tribunal de Garantías Constitucionales 1. 
—Ley de Patrocinio del Estado 7. 

En la Capital residen los órganos centrales del Gobierno. El Presidente de 

la República está obligado a residir en ella y no puede ausentarse por más de treinta 

días consecutivos, ya que el Art. 19 —numeral sexto— prohíbe expresamente una 

ausencia más larga, aún en casos especiales de circunstancias de calamidad pública. 

Puede sin embargo el Presidente de la República ejercer sus funciones en cualquier 

otro punto del territorio nacional, pero no puede trasladar la sede del Gobierno sino 

en casos excepcionales cuando ha declarado el estado de sitio (Art. 286, N° 6). 

También el Congreso Nacional tiene su sede en la Capital de la República y sólo en 

casos excepcionales puede funcionar en otro lugar (Art. 118). Igualmente, la Corte 

Suprema de Justicia tiene su asiento en la Capital de la República (Art. 202) y lo 

mismo los tribunales más altos como el de Garantías Constitucionales, el de lo 

Contencioso Administrativo, el Tribunal Fiscal, etc. 

Como la Capital tiene en cierto modo una función, también, representativa 

del Estado, se establece en el Art. 246 de la Constitución que en el Presupuesto se 

asignará anualmente a la Municipalidad de Quito, fondos suficientes para atender 

sus necesidades, de Capital del Estado. 

Principios de Derecho Internacional. 

El Art. 9 de la Constitución de la República dice así: “El Estado ecuatoriano 

proclama la paz y la cooperación como sistema de convivencia internacional la 

igualdad jurídica de los estados; condena el uso o amenaza de la fuerza como medio 

de solución de los conflictos y repudia el despojo bélico como fuente de derecho. 

Propugna la solución de las controversias internacionales por medios jurídicos y 

pacíficos y declara que el Derecho Internacional es norma de conducta de los estados 

en sus relaciones recíprocas. 

Propugna también la comunidad internacional, así como la estabilidad y 

fortalecimiento de sus organismos y dentro de ella la integración iberoamericana 

como sistema eficaz para alcanzar el desarrollo de la comunidad de pueblos unidos 

por vínculos de solidaridad, nacidos de la identidad de origen y cultura. 

El Ecuador podrá formar con uno o más estados asociaciones para la 

promoción y defensa de los intereses nacionales y comunitarios. 
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Concordancias: —Constitución 91, 136 N° 6. 

—Código Penal 117, 123, 124. 

—Código de Procedimiento Penal 179. 

—Ley de Servicio Exterior 4, 59, 63. 

—Decreto Supremo 468: Registro Oficial 720, 28-3-66. 

—Decreto Supremo 1228: N° 138: ll-X-66. 

Todo estado debe reconocer la vigencia del Derecho Internacional y en algún 

modo así lo hace. La dificultad puede surgir en cuanto a la determinación del 

contenido de ese derecho. Existen algunos principios universalmente admitidos; 

otros en cambio están sujetos a controversia, por esto resulta importante que el 

Ecuador declare en su Constitución no solamente el acatamiento genérico del 

Derecho Internacional sino también que determine algunos de los principios más 

generales y básicos del Derecho Internacional. 

El Art. 9 de la Constitución se refiere efectivamente a ellos. El Estado 

ecuatoriano en primer plano proclama la paz y cooperación como sistema de 

convivencia internacional, se repudia pues la guerra como medio de imposición de 

unos estados o de adquisiciones territoriales o de predominio de unas naciones sobre 

otras. El Ecuador se ha manifestado siempre en su historia como un país respetuoso 

del Derecho Internacional y pacifista, que ha repudiado sistemáticamente las 

conquistas bélicas. Se reafirma esta tradición en la Constitución de la República. 

Un segundo principio de suma importancia es el de la igualdad jurídica de 

los estados que en el mismo Art. 9° se proclama con igual solemnidad. 

Esta igualdad desgraciadamente no se hace efectiva en la organización del 

mundo actual; es bien conocido que el sistema del llamado veto en el Consejo de 

Seguridad de las Naciones Unidas ocasiona una grave desigualdad entre los estados 

dando una primacía injustificable a las potencias más poderosas del mundo. 

El tercer principio contenido en el Art. 9° es el de la condenación no sólo ya 

de la fuerza sino también de la amenaza de la fuerza como medio de solución de los 

conflictos, y el repudio del despojo bélico como fuente de derecho, en una palabra, 

una nueva y más extensa condenación de la guerra. Como consecuencia de ello 

propugna el Ecuador la solución de las controversias internacionales por medios 

jurídicos y pacíficos; estos medios jurídicos y pacíficos existen tanto en el ámbito del 

Derecho Internacional genera] de todo el mundo como en el derecho especial del 

Continente Americano, pero distan aún mucho de ser perfectos. La declaración de 

nuestra Constitución supone una aspiración a que se perfeccionen estos medios 

pacíficos, la solución de las controversias hasta que lleguen a ser verdaderamente 

eficaces. 

El inciso segundo es como una consecuencia de estos principios. El Ecuador, 

propugna la comunidad internacional, así como la estabilidad y 
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fortalecimiento de sus organismos; efectivamente dentro de la comunidad 

internacional es donde se pueden estructurar los medios de solución pacífica de los 

conflictos que hagan primar la justicia frente a la fuerza, pero esta comunidad 

internacional puede perfeccionarse por etapas y efectivamente en los países que 

tienen una comunidad de origen, de cultura, tradiciones y de intereses pueden más 

fácilmente desarrollar el perfeccionamiento de la comunidad jurídica. La tendencia 

contemporánea es efectivamente la de estructurar la comunidad internacional a 

base de un fortalecimiento de los bloques o grupos regionales; atendiendo a esta 

corriente y a estas realidades históricas la Constitución habla de la integración 

iberoamericana como sistema eficaz para alcanzar el desarrollo de la comunidad de 

pueblos unidos por vínculos de solidaridad nacidos de la identidad de origen y 

cultura. 

Esta integración puede entenderse desde luego, de diversas maneras, pero 

en el momento actual se formula sobre todo en sentido económico; son numerosas 

las reuniones para la integración económica de los pueblos iberoamericanos y 

probablemente esto ha tenido en mientes el legislador al redactar el Art. 9°. La 

integración podría ir más allá y referirse también a aspectos culturales, jurídicos y 

aún políticos, pero probablemente estamos todavía muy lejos de alcanzar metas tan 

ambiciosas. 

El inciso 3° del Art. 9° permite al Ecuador formar con uno o más estados 

asociaciones para la promoción y defensa de los intereses nacionales y comunitarios. 

De hecho, el Ecuador ha formado estos bloques o grupos, asociaciones con 

otros estados no solamente en etapas históricas y antiguas como cuando integró la 

Gran Colombia sino también en nuestros días al establecer un principio de 

integración económica de países grancolombianos o los países andinos, igualmente 

para la defensa del mar territorial hemos mencionados ya las convenciones 

celebradas con Chile y Perú formando así un bloque para la defensa de esos intereses 

nacionales. 

El Art. 91 va más allá y permite al Estado ecuatoriano establecer relaciones 

comerciales con cualquier otro Estado, aunque no existieran con él estas 

vinculaciones culturales, ideológicas, esos vínculos de solidaridad por tratarse de 

estados de diverso origen y cultura. Las relaciones comerciales de hecho en el mundo 

presente suelen tener una mayor liberalidad, una mayor amplitud de las relaciones 

diplomáticas de amistad y colaboración en el plano político internacional 

propiamente dicho. 

Desde luego el Art. 9° de la Constitución no es único que toca puntos de 

Derecho Internacional Público, otros más hacen referencia también a esta materia 

pero en puntos ya más específicos; así por ejemplo, el Art. 136 en el numeral sexto 

enumera entre las atribuciones del Congreso Pleno las de permitir o negar el 

tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional y el tránsito, arribo, 

estacionamiento de naves de guerra en aguas territoriales o aeropuertos 

ecuatorianos mayor tiempo que el aceptado en las prácticas internacionales. Lie 

aquí una expresa referencia al Derecho In- 
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ternacional consuetudinario, a la práctica internacional que el Ecuador 

implícitamente acata. Y cuando se aparta de dichas prácticas en el sentido de 

ampliarlas o de conceder mayores derechos o garantías a otros estados señala 

nuestra Constitución cual es el órgano del poder debidamente autorizado para 

hacerlo, en este caso el Congreso Pleno. 

El Código Penal por su parte tipifica los delitos contra el Derecho 

Internacional que en determinados casos también significan una amenaza contra la 

seguridad exterior de la República. Así el Art. 117 de dicho Código establece las 

penas correspondientes para los ecuatorianos que facilitaren a los enemigos de la 

República la entrada o la marcha por el territorio del Estado o los que les entregaren 

ciudades, fortalezas, plazas, puertos, fuerzas, almacenes, arsenales, planos y 

diseños militares, buques, embarcaciones, aeronaves pertenecientes al Ecuador; los 

que suministraren a potencia enemiga auxilios de soldados, hombres, guías, dinero, 

caballos, vehículos, armas, municiones u otros objetos conocidamente útiles para el 

enemigo; los ecuatorianos que hubieren favorecido el progreso de las armas 

enemigas en la República o que hubieren ocultado o hecho ocultar a espías o 

soldados enemigos, etc. Se tipifican en el referido artículo una serie de actos 

contrarios al Derecho Internacional y que perjudicarían gravemente al país, por lo 

cual son severamente castigados. También sanciona el Código Penal a los que 

dolosamente violaren treguas o armisticios celebrados con el enemigo después de 

haberse publicado en forma, o los que violaren cualquier tratado vigente entre el 

Ecuador y otra Nación. 

Art. 123: igualmente es delito el cometer hostilidad contra cualquier 

potencia extranjera o sus súbditos sin conocimiento ni autorización del Gobierno de 
la República; y se sanciona severamente en el Art. 124 del Código Penal. 

A pesar del reconocimiento ya mencionado del Derecho Internacional 

consuetudinario, el Estado en determinados casos puede atenerse a normas 

especiales al respecto. Así el Art. 179 del Código de Procedimiento Penal dice que la 

República del Ecuador no reconoce el derecho de asilo por ningún género de delitos 

en ninguna residencia diplomática u otro lugar cualquiera dentro de su territorio 

nacional a no ser por tratados ya existentes o por normas de Derecho Internacional 

incorporadas a nuestra legislación y con las excepciones concretamente 

determinadas en la Ley de Extranjería, Extradición y Naturalización. 

El derecho de asilo es generalmente reconocido y en el Ecuador se lo acepta 

siempre que existan estas normas expresas, así por ejemplo el año 1954 suscribió el 

Ecuador la Convención de Caracas sobre Asilo Territorial, Convención en la que 

ampliamente se reconoce este derecho a los países signatarios que son muchos de 

los del continente americano. Sin embargo, como el Art. 84 reconoce el derecho de 

asilo, conforme a la Ley y los tratados, como norma general no podrían acogerse a él 

los ciudadanos de aquellos países que no tengan celebrado ningún tratado con el 

Ecuador a este respecto. 
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El Art. 4 de la Ley del Servicio Exterior atribuye al Ministerio de Relaciones 

Exteriores, bajo la dirección directa del Ministro todo lo relativo a las relaciones 

diplomáticas y consulares a través de las cuales se hacen efectivas buena parte de 

las relaciones internacionales y se detallan en dicho artículo otros principios de 

Derecho Internacional o que se concretan en atribuciones del Ministerio tales como 

la defensa en el orden diplomático de la personalidad, soberanía, independencia, 

integridad territorial del Estado ecuatoriano y la vigilancia y protección de su 

dignidad, respeto y prestigio, la resolución de las consultas relativas a la 

determinación del trazado y enunciado de las líneas de frontera o declaración del 

estado de guerra, la concertación de la paz, el tránsito de tropas extranjeras por el 

territorio de la República, los casos de asilo diplomáticos y territorial, extradición y 

de internamiento, los tratados y demás instrumentos internacionales, etc. 

El Estado ecuatoriano en principio mantiene relaciones de amistad, 

comercio y relaciones políticas con todos los estados del mundo, igualmente los 

ciudadanos ecuatorianos en principio pueden mantener relaciones de toda índole 

con ciudadanos también de cualquier lugar, sin embargo se ha establecido 

esporádicamente y por excepción alguna salvedad ,así el Decreto Supremo 478 

publicado en el Registro Oficial de 28 de marzo de 1966, prohíbe a los ciudadanos 

ecuatorianos mantener relaciones comerciales con los ciudadanos de Rodesia del 

Sur, esta determinación se debió precisamente al carácter marcadamente 

segregacionista de este Estado, y se conforma a la resolución 20-24 aprobada por la 

Asamblea de la Organización de las Naciones Unidas el 11 de noviembre de 1965, 

en la que se condena la declaración unilateral de independencia por parte del 

régimen rebelde de Rodesia del Sur. 

Este género de prohibiciones no están pues reñidas con los principios del 

Derecho Internacional, sino que al contrario se encuadran plenamente dentro de él. 

Las misiones diplomáticas a las que se refiere el Art. 59 de la Ley del 

Servicio Exterior son las principalmente llamadas a fomentar las relaciones del 

Ecuador con los otros países en los diversos ámbitos culturales, económicos, 

políticos, etc. A falta de misión diplomática también las oficinas consulares pueden 

en ciertos casos suplir al menos en parte dichas funciones diplomáticas, como lo 

establece el Art. 63 de la misma Ley del Servicio Exterior. 

El bien común. 

Es interesante que la Comisión Legislativa al adoptar en la llamada 

codificación, de la Constitución de la República publicada en el Registro Oficial de 

16 de noviembre de 1967, los titulares que redacté en la edición privada de la misma 

Constitución, ha aceptado también el titular que puse al Art. 10, con alguna duda, 

puesto que implica una cierta interpretación doctrinal del mismo. 
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He dicho el bien común de acuerdo con la doctrina tradicional que ve en el 

bien común el bien de toda sociedad; y el fin del Estado se suele definir como el bien 

común temporal general de los ciudadanos. 

El Art. 10 contiene una declaración sumamente genérica que solamente 

podía abarcarse bajo esta denominación de bien común. Dice así: Es función 

primordial del Estado establecer las condiciones sociales en que los integrantes de 

la comunidad puedan disfrutar de los medios necesarios a la realización de sus fines. 

Concordancias: —Constitución 85. 

—Ley Orgánica de Educación 1 a 4. 

—Ley de Régimen Municipal 12. 

Sumamente difícil resultaba resumir en pocas palabras el fin del Estado; el 

Art. 10 no pretende agotar o delimitar dicha finalidad del Estado, señala 

únicamente la función primordial, podríamos decir el fin principal del Estado y ésta 

consiste en establecer las condiciones sociales en que los integrantes de la 

comunidad, puedan disfrutar de los medios necesarios para la realización de sus 

fines. Lo importante de esta declaración es que se indica que el Estado es para el 

individuo, para la persona y no la persona para el Estado. 

Es una definición que condena el absolutismo. 

El concepto totalitario de la sociedad invierte los términos, subordina los 

fines trascendentales del individuo a las finalidades que se propone el Estado, a los 

propósitos políticos del poder público y esa concepción totalitaria redunda en 

desprecio de la persona humana, en su esclavización, muchas veces, en la tiranía. 

El Art. 10 de nuestra Constitución con mucho acierto señala que el Estado establece 

las condiciones sociales para que el individuo pueda alcanzar sus fines, no es pues 

el Estado el que alcanza directamente los fines del individuo, no sustituye al 

individuo, no hace todo lo que el individuo debe hacer, no reemplaza el esfuerzo 

privado pero está obligado incluso en cumplimiento de su función primordial a 

proporcionar a las personas los medios para que ellas puedan realizar sus fines; el 

fin de la persona queda pues a salvo, es trascendente superior al Estado, va más 

allá de los fines del Estado; el Estado sirve a la persona, si bien el ciudadano en aras 

de este bien común deberá también sacrificar muchos de sus intereses y a veces 

subordinar sus derechos al derecho superior de la comunidad en aras precisamente 

de ese bien común, pero un bien común que no se justificaría si no fuera porque 

proporciona a una misma persona los medios necesarios para la realización de sus 

fines. Queda así todo centrado en torno a la persona humana; éste es un concepto, 

profundamente cristiano al cual han hecho referencia numerosas veces algunos 

pontífices, sobre todo desde la época de León XIII en adelante. 
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TITULO II 

DE LA NACIONALIDAD 

De la Nacionalidad. 

No presenta mayores novedades respecto de las constituciones anteriores, 
este título que sigue más o menos el mismo orden al tratar esta materia. 

El Art. 11 indica las clases de nacionalidad; el 12 se refiere a los nacidos en 

el territorio ecuatoriano, y el 13 a los nacidos en el exterior; el Art. 14 a la 

nacionalidad adquirida; el 15 al matrimonio y la nacionalidad; el 16 al principio de 

la irretroactividad en materia de nacionalidad; el 17 a la doble nacionalidad; el 18 a 

la nacionalidad de las personas jurídicas; el 19 a la pérdida de la nacionalidad, y el 

20 a la recuperación de ella. 

Un estudio detenido y valioso sobre este tema ha publicado el Ledo. Javier 

Romero Parduchi en Guayaquil, en el año 1968. Se trata de un trabajo debidamente 

documentado, que en 260 y más páginas analiza detalladamente este título de la 

Constitución. 

Indicaremos a continuación sólo lo más esencial y elemental sobre esta 

materia. 

El Art. 11 dice así: los ecuatorianos lo son por nacimiento o por 

naturalización. 

Concordancias: —Código Civil 47. 

El Código Civil se remite a su vez a la Constitución de la República para 

establecer quienes son ecuatorianos, indicando, además, quienes son extranjeros. 

En rigor, además de los ecuatorianos y de los extranjeros pueden existir también los 

apátridas, que están sometidos a un estatuto especial en cierto modo intermedio, 

aunque se aproximan sus derechos a los propios de los nacionales excepto en lo 

político. 

El Art. 12 establece que son ecuatorianos por nacimiento los nacidos en 

territorio del Ecuador. 

Concordancias: —Código Civil 13. 

El Art. 13 de la Constitución dice: Se consideran también ecuatorianos por 

nacimiento a los nacidos en territorio extranjero: 

Primero. — Hijos de padres ecuatorianos o de padre o madre de nacionalidad 

ecuatoriana; cuando ambos o alguno de ellos estuvieren al servicio del Ecuador. 
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Concordancias: —Código Civil 14, 21, 52, 64. 

Segundo. — Hijos de padre o madre ecuatorianos por nacimiento 

transitoriamente ausentes del país o al servicio de algún organismo internacional 

del cual sea miembro el Ecuador, i 

Concordancias: —Código Civil 54. 

Tercero. — Hijos de padres ecuatorianos por nacimiento o de padre o madre 

ecuatorianos por nacimiento domiciliados en territorio extranjero, a no ser que 

después de cumplir su mayor edad renuncien expresamente a la nacionalidad 

ecuatoriana. 

Concordancias: —Ley de Servicio Exterior. 
—Decreto Supremo 26 68: R.O. 15-X-64: 4 N° 10.. 

Cuarto. — Hijos de padres o de madre o madre ecuatorianos por 

naturalización, si habiendo nacido en territorio extranjero manifestaren al hallarse 

entre los 18 y 21 años de edad su voluntad de ser ecuatorianos. 

Los derechos del ecuatoriano al que se refiere el presente artículo son 

iguales a los del nacido en el territorio nacional. 

El Art. 14 dice así: Son ecuatorianos por naturalización: 

Primero. — Los que hubieren obtenido del Congreso la nacionalidad 

ecuatoriana por servicios relevantes al país. 

Segundo. — Los que hubieren obtenido u obtuvieren carta de 

naturalización. 

Concordancias: —Constitución 184 N? 18. 
—Ley de Servicio Exterior 4 N° 10. 

Tercero. — Los menores de edad nacidos en el exterior de padres 

extranjeros que después se naturalizaren en el Ecuador. Al llegar a los 18 años 

conservarán la nacionalidad ecuatoriana si no hacen expresa renuncia ' de ella. 

Concordancias: —Constitución 19. 
—Código Sánchez de Bustamante 9 al 13. 

Cuarto. — Los extranjeros adoptados como hijos por ecuatorianos mientras 

sean menores de edad. Conservarán la nacionalidad ecuatoriana si al hallarse entre 

los 18 y 21 años manifestaren su voluntad de mantenerla 

Concordancias: —Código Civil 317 a 337. 

Ya es tradicional la distinción de nacionalidad originaria y de na- 
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cionalidad adquirida; nuestras últimas constituciones han hablado sin embargo de 

ecuatorianos por nacimiento y ecuatorianos por naturalización; más exacto es 

hablar de ecuatorianos originarios o de nacionalidad ecuatoriana originaria y 

nacionalidad adquirida, efectivamente el nacimiento determina sí la nacionalidad 

pero en unión con otros elementos como lo demuestra el mismo hecho de que el Art. 

12 se refiere a los ecuatorianos por nacimiento, por el hecho de haber nacido en el 

territorio del Ecuador por el llamado ius soli, en cambio el Art. 13 dice que se 

consideran también ecuatorianos por nacimiento a los nacidos en territorio 

extranjero que reúnen alguna o algunas de las condiciones exigidas en los cuatro 

numerales de dicho artículo. En rigor no hay diferencia alguna en cuanto a los 

derechos, en cuanto a las consecuencias, entre los ecuatorianos nacidos en el 

territorio y nacidos en el exterior; ambos son ecuatorianos de origen, con iguales 

derechos y quizá habría sido preferible reunir en un mismo artículo para evitar 

hasta la sombra de duda respecto del valor idéntico de la nacionalidad ecuatoriana 

de origen en uno y en otro caso. 

El sistema ecuatoriano, como es bien sabido, es un sistema mixto entre los 

principios del ius soli y el ius sanguinis; en el Art. 12 se aplica el ius soli sin ninguna 

otra exigencia; el simple hecho de nacer en el territorio nacional da derecho a la 

nacionalidad ecuatoriana. Como el Art. 13 del Código Civil lo afirma, los habitantes 

del territorio nacional están sometidos a las leyes de la República; por consiguiente, 

estos nuevos habitantes que nacen en el territorio del Ecuador quedan sometidos a 

las leyes de la República y en virtud de ellas adquieren la nacionalidad ecuatoriana 

por esta circunstancia de haber nacido en territorio ecuatoriano. No se excluye desde 

luego la posibilidad de que, quienes han nacido en territorio ecuatoriano puedan 

optar por una nacionalidad extranjera si sus padres ambos son extranjeros; en 

virtud de los principios de derecho internacional, principalmente del principio de la 

reciprocidad aplicado al Art. 13 de la Constitución, no se podría desconocer el 

derecho del nacido en territorio ecuatoriano para que al llegar a su mayoría de edad 

pueda optar por una nacionalidad extranjera si sus padres lo son. 

En cuanto a los nacidos en el exterior son ecuatorianos en virtud del ius 

sanguinis aplicado en una u otra forma, es decir siempre que, uno o ambos padres 

sean ecuatorianos o tengan un vínculo con el Ecuador, un vínculo de nacionalidad 

con el Ecuador. Los cuatro numerales del Art. 13 señalan las diversas posibilidades 

de esta vinculación con el Ecuador. 

1?— Los hijos de padres ecuatorianos o de padre o madre de nacionalidad 

ecuatoriana cuando ambos o alguno de ellos estuvieren en el servicio exterior; se 

trata de una disposición ya tradicional en nuestras constituciones de la República 

si ambos padres son ecuatorianos o uno solo de ellos; he aquí el vínculo de la sangre 

pero se suma a este vínculo el hecho de que estos padres ecuatorianos o este padre 

ecuatoriano están, además, al servicio del Ecuador, servicio que puede ser el 

diplomático, el de una función consular u otra función oficial de nuestro Estado. 

2°— Los hijos de padres o de padre o madre ecuatorianos por na- 
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cimiento, transitoriamente ausentes del país o al servicio de algún organismo 

internacional del cual sea miembro el Ecuador. Esta última parte, del servicio de 

algún organismo internacional del cual sea miembro el Ecuador es nueva en nuestra 

legislación; se justifica plenamente dado el espíritu de colaboración con dichos 

organismos internacionales, por ejemplo, las Naciones Unidas, la OEA. Un 

ecuatoriano que está sirviendo a esos organismos internacionales, en cierto modo, 

está también sirviendo a su Patria. Y el caso de los ecuatorianos, padre, madre o 

ambos que no estén al servicio ni del Ecuador ni de ningún organismo internacional, 

pero se hallan sólo transitoriamente ausentes del país: también aquí, además del 

vínculo del ius sanguinis, hay un cierto vínculo del ius soli, en cuanto estas personas 

mantienen el domicilio en el Ecuador; el transitoriamente ausente conserva su 

domicilio en el país, como lo establece el Art. 54, del Código Civil. 

En tercer lugar: los hijos de padres ecuatorianos por nacimiento o de padre 

o madre ecuatorianos por nacimiento domiciliados en territorio extranjero, a no ser 

que después de cumplir su mayor edad renuncien expresamente a la nacionalidad 

ecuatoriana. En este tercer caso tenemos solamente el vínculo del ius sanguinis; los 

padres no están domiciliados ni tienen la representación o el servicio del Ecuador o 

de un organismo internacional y están domiciliados en el extranjero. Los hijos, sin 

embargo, en virtud del principio de ius sanguinis, a pesar de haber nacido en el 

exterior son ecuatorianos y conservan esta nacionalidad mientras son menores de 

edad; después de cumplir la mayoría de edad pueden renunciar a la nacionalidad 

ecuatoriana. La renuncia debe ser expresa; se podría dudar respecto de conforme a 

qué Ley han de considerarse mayores de edad, si conforme a la Ley ecuatoriana o 

conforme a la Ley extranjera; entiendo que conforme a la Ley ecuatoriana puesto 

que se trata de una cuestión de orden público para el Ecuador, como es el relativo a 

la renuncia de su nacionalidad. Tendría pues, este individuo nacido en el extranjero 

que cumplir los 21 años para poder renunciar a la nacionalidad ecuatoriana; aunque 

conforme a la Ley del país cuya nacionalidad va a adquirir en virtud de esa renuncia 

pudiera considerarse mayor de edad a una edad distinta de los 21 años, por ejemplo, 

a los 18; es evidente que no puede acogerse a esa Ley extranjera cuando todavía está 

sometido a la Ley ecuatoriana, cuando todavía es ecuatoriano. 

En cuarto lugar: se concede la nacionalidad ecuatoriana aún a los nacidos 

en territorio extranjero, de padres o de padre o madre ecuatorianos por 

naturalización, ya no por nacionalidad de origen sino por naturalización pero, en 

este caso, como el vínculo con el país es menor que en los casos anteriores, 

obviamente se requiere que el interesado ponga algo positivo de su parte, para tener 

la nacionalidad ecuatoriana; y efectivamente se establece que al hallarse entre los 

18 y 21 años de edad, debe manifestar su voluntad de ser ecuatoriano. El 

inconveniente de esta disposición radica en que antes de llegar a esa edad, de los 18 

a los 21 años, queda en la incertidumbre la nacionalidad de estas personas; 

probablemente deben considerarse como extranjeros, puesto que se trata de una 

opción, de una posibilidad de adquirir, con efecto retroactivo, la nacionalidad 

ecuatoriana en el sentido de que si entre los 18 y los 21 años escogen la nacionalidad 
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ecuatoriana, han de considerarse como ecuatorianos desde el momento de su 

nacimiento. Pero, asimismo si no escogieran la nacionalidad ecuatoriana, debería 

presumirse que nunca fueron ecuatorianos. 

No deja detener dificultades prácticas el sistema, pero se justifica desde el 

punto de vista de queestas personas tienen menor vinculación con el país que las 

anteriormentecitadas. La Ley es de todos modos amplia al conceder en esta variedad

de circunstancias, la nacionalidad de origen. Todos los individuos, anteriormente 

mencionados, son igualmente ecuatorianos de origen, podrían desempeñar incluso, 

la Presidencia de la República. En cambio, la nacionalidad adquirida presenta 

ciertos matices de diferencia también en cuanto a sus consecuencias o a los derechos 

que confieren. 

La nacionalidad adquirida supone una vinculación menos honda, porque, 

no ha existido toda la vida, porque es un vínculo sobreviniente, que reemplaza en la 

mayor parte de los casos, a una nacionalidad anterior, digo una mayor parte de los 

casos, porque como veremos más adelante, en algunas circunstancias, puede 

adquirirse la nacionalidad conservando también la anterior; y quizás podría 

pensarse aún en la extrema hipótesis de quien adquiere una nacionalidad o la 

nacionalidad ecuatoriana sin haber tenido antes ninguna otra por haber sido 

apátrida. 

El Art. 14 dice: que son ecuatorianos por naturalización, los que enumera 

en los cuatro numerales que comprende dicho artículo; sin embargo, me ha parecido 

más razonable titular a este artículo, de La Nacionalidad Adquirida, ya que la 

naturalización propiamente no es sino una de las maneras de adquirir la 

nacionalidad, pero puede adquirirse de otras. 

Primero: dice el artículo: los que hubieren obtenido del Congreso la 

nacionalidad ecuatoriana por servicios relevantes al país. He aquí precisamente un 

caso en el que no se trata propiamente de naturalización, esta concesión excepcional, 

llamada nacionalidad de honor que el Congreso confiere por relevantes servicios al 

país, no es propiamente una naturalización, prueba de ello es que desde época 

inmemorial se considera que esta nacionalidad de honor, no hace perder la 

nacionalidad de origen y confiere ciertos derechos, no rigurosamente todos los de la 

nacionalidad. 

En segundo término-, los que hubieren obtenido la carta de naturalización. 

En este caso sí propia y exclusivamente se trata de naturalización; la carta 

de naturalización corresponde conferirla al Presidente de la República como lo 

establece el Art. 184 en el numeral 18. La Ley de Servicio Exterior por su parte en 

el numeral cuarto del Art. 10°, indica que corresponde al Ministerio de Relaciones 

Exteriores el trámite de estas naturalizaciones. 

Tercero: los menores de edad nacidos en el exterior, de padres extranjeros 

que después se naturalizaron en el Ecuador. 
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He aquí otro caso /de adquisición de la nacionalidad que no es propiamente 

naturalización; sería una nacionalidad adquirida por extensión. 

Esta naturalización o esta nacionalización de los menores de edad es 

también ciertamente provisional, al llegar a los 18 años conservan la nacionalidad 

ecuatoriana si no hacen expresa renuncia de ella; corresponderá a la Ley 

lógicamente señalar los límites dentro de los cuales podrá hacerse esta renuncia ya 

que no debe entenderse que se trata de una obligación, o de una opción instantánea 

al cumplir los 18 años, sino una vez cumplidos, después de cumplidos, más 

exactamente: de 18 años en adelante, podrán renunciar. 

El Código Sánchez de Bustamante, establece que cada Estado aplicará su 

propio derecho a la determinación de la nacionalidad de origen de toda persona, 

individual o jurídica y a su adquisición, pérdida o reintegración posteriores que se 

hayan realizado dentro o fuera de su territorio, cuando una de las nacionalidades 

sujetas a controversia habitual sea de dicho Estado. En los demás casos regirán las 

disposiciones que establecen los artículos restantes del mismo capítulo. El Ecuador 

pues, está dentro de su derecho al establecer la posibilidad de que estos hijos de 

extranjeros, nacidos también en el extranjero, sean ecuatorianos, mientras no 

renuncien a la nacionalidad ecuatoriana. 

El Código Sánchez ele Bustamante contiene otras normas para resolver los 

conflictos de nacionalidad que son estudiadas normalmente dentro del Derecho 

Internacional Privado. Se contienen principalmente en los Arts. 9 y siguientes, en 

el Título primero. Capítulo primero, del libro primero de dicho Código. 

En cuarto lugar: en la Constitución se establece que son ecuatorianos por 

naturalización, los extranjeros adoptados como hijos por ecuatorianos, mientras 

sean menores de edad. También aquí tenemos un vínculo más tenue, menos 

profundo; ya no son hijos propios de los extranjeros, sino simplemente adoptivos; y 

pueden ser nacidos en el exterior que no tengan ninguna otra vinculación con el 

territorio ni con el Estado ecuatoriano, sino únicamente el hecho de que sus padres 

sean ecuatorianos. Aquí la Ley habla en plural: “los extranjeros adoptados como 

hijos de ecuatorianos, 

mientras sean menores de edad”, de modo que ha de entenderse que ambos 

adoptantes deben ser ecuatorianos. El Código Civil, establece lo relativo a la 

adopción en los artículos 317 a 337; no se menciona allí nada referente a la 

nacionalidad; se establece que los hijos adoptivos en general, tienen los derechos que 

regula el título correspondiente del Código Civil. Pero nada quita el que otras leyes 

establezcan nuevos derechos a favor de los hijos adoptivos, y desde luego con mayor 

razón puede la Constitución de la República, como así lo ha hecho, y ésta por primera 

vez, conferir a los hijos adoptivos, nuevos derechos, en este caso, el de ser 

ecuatorianos. 

También ellos conservarán la nacionalidad ecuatoriana después de 

cumplidos los 18 años, solamente si tienen la voluntad de seguir siendo 

ecuatorianos; y la Constitución en este caso con mayor exactitud, señala el período 

preciso, dentro del cual han de manifestar su voluntad; esto es, 
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al llegar los 18 años y antes de cumplir los 21. En este plazo, de tres años, deben 

manifestar su voluntad en mantener la nacionalidad ecuatoriana. He aquí la 

diferencia con el caso previsto en el numeral anterior. En el numeral anterior: “Los 

menores nacidos en el extranjero, de padres extranjeros que después se naturalizan 

en el Ecuador”, conservan la nacionalidad ecuatoriana si no hacen la renuncia 

expresa a ella. En el caso de los hijos adoptivos, como su vinculación se considera 

menor, se les exige una manifestación positiva de mantener la nacionalidad 

ecuatoriana; y se señala un plazo preciso dentro del cual han de hacer esa 

manifestación. Es lógica la disposición ya que siendo menor el vínculo la Ley puede 

exigir también, un requisito más. 

Art. 15. Matrimonio y nacionalidad: La nacionalidad no se altera por el 

matrimonio ni por su disolución. La Ley facilitará la naturalización del cónyuge 

extranjero casado con quien tenga nacionalidad ecuatoriana. 

Concordancias: —Constitución 29. 

—Código Civil 63. 

—Convenio Internacional. R.O. 1136: 3-VI-1960. 

El punto relativo a la nacionalidad de la mujer casada ha sido objeto de 

múltiples debates, y aún en las Constituciones de la República se ha resuelto de 

diversas maneras; lo mismo sucede en la legislación comparada. En algunos países 

se impone que la mujer adopte la nacionalidad del marido; en otros adquiere 

automáticamente dicha nacionalidad del marido; por fin en muchos estados el 

matrimonio ni su disolución altera la nacionalidad de los cónyuges y por 

consiguiente la mujer conserva su propia nacionalidad. Esta última tendencia 

parece ser la dominante; debe agregarse que en numerosas convenciones 

internacionales, se ha recomendado el principio de que la mujer no sufra una 

modificación automática por el hecho de casarse con extranjero; pero sí se 

recomienda dar facilidades para que adquiera la misma nacionalidad que el marido. 

Tal sucede en la Convención realizada en el Instituto de Derecho Internacional 

Europeo, en la sesión de Oslo en 1932; también la Séptima Conferencia 

Interamericana reunida en Montevideo en 1933, recomendó igual cosa. Finalmente 

tiene mucha importancia la Convención suscrita en las Naciones Unidas el 20 de 

febrero de 1957, que quedó abierta a la firma de los Estados, y que precisamente fue 

aprobada por el Ecuador mediante Decreto 275: R.O. 1121: 16-V-60. El texto de esta 

Convención está publicado en el Registro Oficial 1136 de 3-VI-1960. La Constitución 

de la República se acomoda perfectamente a estos principios de Derecho 

Internacional Privado, en cuanto no impone a la mujer que se casa con ecuatoriano, 

la nacionalidad del marido. Tampoco la ecuatoriana que se casa con extranjero, 

pierde la nacionalidad ecuatoriana. Las leyes de inmigración y extranjería del 

Ecuador, facilitan, sin embargo, la nacionalización de la mujer extranjera casada 

con ecuatoriano, lo cual también es perfectamente lógico y se acomoda al criterio 

antes mencionado y que ha sido recogido por numerosas convenciones 

internacionales. 

Sobre la nacionalidad adquirida, merece también mencionarse como uno de 

los últimos instrumentos internacionales, el protocolo de firma fa- 
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cultativa sobre adquisición de nacionalidad, suscrito en Viena el 24-IV-1963, en cuyo 

artículo segundo se establece que los miembros del personal consular que no sean 

nacionales del Estado receptor y los miembros de su familia que vivan en su casa no 

adquirirán la nacionalidad de dicho Estado, por el sólo efecto de la legislación de 

este último. 

Así pues, por ejemplo, si un funcionario consular ecuatoriano tiene un hijo 

en el extranjero, en donde desempeña sus funciones, por encargo del Gobierno 

ecuatoriano, este hijo no adquirirá la nacionalidad del Estado receptor, es decir, del 

Estado en el cual desempeña sus funciones el Cónsul por la sola disposición de la 

Ley de ese Estado, ya que la Ley ecuatoriana le confiere la nacionalidad de este país. 

En el conflicto entre las dos posibles nacionalidades, prevalecerá de acuerdo con el 

Protocolo de Viena, la Ley del Estado enviante, en el ejemplo, la Ley ecuatoriana; 

cosa similar podría decirse de la mujer que contrajera matrimonio con un Cónsul 

ecuatoriano, o también respecto de la mujer que siendo Cónsul del Ecuador, 

contrajera matrimonio en un país extranjero con un ciudadano de ese país, si las 

leyes del país receptor confieren a dicha mujer la nacionalidad de tal país, sin 

embargo, no adquiriría tal nacionalidad en virtud de la Convención de Viena porque 

no prevalecen las disposiciones del Estado receptor sino las del Estado enviante; 

esta mujer, Cónsul del Ecuador, continuaría manteniendo la nacionalidad 

ecuatoriana. ( * ) .  

Irretro actividad. — El Art. 16 de la Constitución de la República dice: 

Quienes tenían la nacionalidad ecuatoriana antes de expedirse la presente 

Constitución continuarán en goce de ella. Asimismo, quienes de acuerdo con las 

leyes anteriores no adquirieron la nacionalidad ecuatoriana, pero hubieran podido 

adquirirla de conformidad con lo dispuesto en el Art. 13 de la presente Constitución, 

se considerarán ecuatorianos por nacimiento. 

Concordancias: —Constitución, 13, 260. 

—Código Civil 7. 

—Código Sánchez de Bustamante 12. 

No existe en el Ecuador un principio general eme condene o nue rechace la 

retroactividad de la Ley. El Art. 7 del Código Civil declara que en principio las leyes 

son obligatorias sólo para lo venidero, que no tienen efecto retroactivo; sin embargo, 

esta retroactividad, puede ser excepcional, el legislador puede dar retroactividad a 

determinadas leyes y efectivamente así lo hace, por consideraciones especiales de 

interés del orden público, o por exigencias de la justicia. 

En la Constitución de la República, hay algunas limitaciones a la 

posibilidad, excepcional siempre, de dar efecto retroactivo a las leyes; una de ellas 

es la contenida en el Art. 16, concretamente: quienes han adquirido la nacionalidad 

ecuatoriana de acuerdo con una Ley vigente al momento de adquirirla, no la pierden 

por otra Ley sobreviniente que ponga otros requisitos para adquirir esta 

nacionalidad. 

 

(*) Cfr. Barrera Valverde, Alfonso: El tema de la nacionalidad en la nueva Constitución. En Anales V. C. 

¡N° 350 pp. 105 a 110 
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En el Art. 260 de la misma Constitución, se establece también el principio 

de la irretroactividad relativo a las disposiciones legales en cuanto estén en conflicto 

con la Constitución de la República, es decir, que la Constitución, prevalece sobre 

toda clase de normas, sean las anteriormente dictadas, sea las que posteriormente 

se dictaren. También se establece en la Constitución el principio de la 

irretroactividad respecto de las leyes que establecen nuevos impuestos, y en algún 

caso se hace referencia también a este principio en materia penal. 

En el asunto que nos ocupa ahora, que es el de la nacionalidad, el principio 

de la irretroactividad de la Ley, supone una doble aplicación; por una parte, como 

queda indicado, se ponen a salvo los derechos adquiridos, es decir, quienes 

adquirieron la nacionalidad ecuatoriana, no la pierden por el hecho de que la nueva 

Constitución tal vez imponga el cumplimiento de nuevos requisitos. Así, por 

ejemplo: si alguien se casara con un ecuatoriano bajo la vigencia de una Ley que 

establecía la adquisición por parte de la mujer extranjera de la nacionalidad 

ecuatoriana, por el hecho de casarse con un ciudadano de este país, actualmente esa 

persona continuará en la posesión y goce de su calidad de ecuatoriana, aunque el 

Art. 15 de la Constitución, como acabamos de verlo, establece que el matrimonio no 

altera la nacionalidad de los cónyuges. 

El segundo principio, o la segunda forma de aplicación del principio de la 

irretroactividad, establecido en el Art. 16, consiste en que una persona que no haya 

adquirido aún la nacionalidad ecuatoriana pero que haya podido adquirirla de 

conformidad con lo que establece el Art. 13 de esta Constitución, se considera 

ecuatoriano por nacimiento. Sería el caso, por ejemplo, del hijo de padres 

ecuatorianos por naturalización, que ha nacido en territorio extranjero y que aún no 

ha manifestado la voluntad de ser ecuatoriano; este individuo hallándose entre los 

18 y los 21 años de edad, puede actualmente manifestar su voluntad de ser 

ecuatoriano, y consiguientemente adquirir esta nacionalidad aunque, en la época 

que haya nacido, la Constitución pudo haber establecido otros requisitos, o no 

admitir la posibilidad de que un individuo en estas circunstancias llegue a ser 

ecuatoriano. 

Por consiguiente, en los dos ejemplos se puede apreciar que el principio de 

la irretroactividad se aplica en la forma más favorable a la adquisición de la 

nacionalidad ecuatoriana, se puede decir que nuestra Ley es en este punto generosa, 

liberal, y que no restringe exageradamente o no pone obstáculos para la adquisición 

sea de conformidad con una u otra Ley, poniendo en todo caso a salvo los derechos 

adquiridos. 

Doble nacionalidad. — Art. 17J Sin perder su nacionalidad de origen, y 

dentro de un régimen de reciprocidad, serán considerados ecuatorianos por 

naturalización los iberoamericanos y españoles de nacimiento que se domicilien en 

el Ecuador y manifiesten voluntad de que se les considere como tales; 

recíprocamente, los ecuatorianos no perderán su nacionalidad cuando adquieran 

otra por el principio de doble nacionalidad. 

Concordancias: —Constitución 19. 
—Código Civil 52. 
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—Ley de Elecciones 48. 

—Decreto Suprema 976, R.O. 196: 5-III-64. 

—Convenio con España: R.O. 463: 23-III-65. 

Durante mucho tiempo se ha mantenido como un verdadero axioma jurídico 

que nadie puede tener más de una nacionalidad, así como también aquel otro 

principio, de que todo individuo debe tener una nacionalidad. Sin embargo, en los 

últimos años se ha difundido el principio de la doble nacionalidad, y aún de la 

múltiple nacionalidad; se tiende a admitir que los ciudadanos de un país puedan 

gozar también de los derechos políticos que la nacionalidad confiere en otros países, 

principalmente cuando se trata de estados singularmente vinculados entre sí por 

razones de índole histórico, cultural, afectivo, etc., tal es el caso de Ecuador con los 

demás países iberoamericanos y con España. 

El Decreto Supremo 976 del 27-11-1964, publicado en el Registro Oficial 

196 de 5 de marzo de 1964, estableció por primera vez el principio de que, sin perder 

la nacionalidad de origen, podrían ser considerados ecuatorianos los 

iberoamericanos y españoles por nacimiento que se domicilien en el Ecuador y 

manifiesten su voluntad de serlo, siempre que igual trato se otorgue al nacional 

ecuatoriano en el Estado correspondiente. Posteriormente, se celebró un convenio 

de doble nacionalidad con España, Registro Oficial 463: 23-III-65; y en épocas 

anteriores, se había intentado, aunque sin llegar a la precisión debida en las leyes 

secundarias, establecer la doble nacionalidad entre ecuatorianos y otros países 

iberoamericanos o principalmente con los países grancolombianos. 

La doble nacionalidad en todos estos casos debe entenderse más que como 

un derecho simultáneamente poseído, un derecho alternativo; el caso concreto es 

que un ecuatoriano que se naturalice, español, colombiano, etc., conserva su 

nacionalidad ecuatoriana, pero esta se mantiene como latente o quiescente cuando 

el ecuatoriano no se halla en el país de origen, cuando esté en España, será 

considerado español, pero cuando esté en el Ecuador, se considerará exclusivamente 

ecuatoriano. El goce simultáneo de los derechos que confieren las dos 

nacionalidades, no es todavía admitido, se suele admitir en cambio, esta alternativa 

posibilidad de disfrutar de la una o de la otra nacionalidad, mientras se halle en el 

territorio de uno u otro país. Sin embargo, la nueva Ley de Elecciones, presenta la 

posibilidad de que el ciudadano ecuatoriano residente en el exterior, pueda 

participar en las votaciones para las elecciones generales del país, el Art. 48 de la 

Ley de Elecciones, establece el procedimiento para recibir estos votos por parte del 

funcionario diplomático o consular, quienes los envían al Tribunal Supremo 

Electoral para que se realicen los escrutinios definitivos. En esta forma el 

ecuatoriano, si gozara de una doble nacionalidad y estuviera en el país de aquella 

otra nacionalidad, podría ejercitar, por lo menos este derecho político 

importantísimo del voto en el Ecuador, para elecciones ecuatorianas sin perjuicio de 

que intervenga también en las actividades políticas que se lo permita su condición 

de nacional del país en el cual está residiendo. 

Nacionalidad de las personas jurídicas. — El Art. 18 de la Consti- 
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tución dice: se consideran ecuatorianas las personas jurídicas autorizadas 

por Ley para los efectos que ella determine. 

Concordancias: —Constitución 225, 229, 256. 

—Código Civil 588. 

—Código Sánchez de Bustamante 16 a 21. 

—Código Fiscal, 5, 7. 

—Ley de Compañías 349 a 353. 

Una de las cuestiones más difíciles de determinar es la de la nacionalidad 

de las personas jurídicas. Se discute sobre si tienen nacionalidad las personas 

jurídicas y no existe en ningún modo un criterio uniforme sobre la manera de 

determinaría si se afirma que tengan tal nacionalidad. La tendencia 

contemporánea, es la de más bien no reconocer nacionalidad a las personas 

jurídicas, sino someterlas simplemente a un estatuto especial dependiente del 

domicilio. Sobre este punto, puede verse ampliamente en el Manual de Derecho 

Internacional Privado, publicado por el autor de este libro. Simplemente, digamos 

aquí, que el criterio adoptado por nuestra Constitución que es sustancialmente el 

mismo, que figuraba ya en la de 1946, es un tanto inexacto, sobre todo la redacción 

no resulta clara; se consideran ecuatorianas las personas jurídicas autorizadas por 

la Ley. Ha agregado la Constitución actual, “para los efectos que ella determine”. 

Esto último es evidente; la autorización por parte de la Ley es siempre para unos 

determinados efectos que la misma Ley circunscribe. Pero no toda persona jurídica, 

es autorizada por la Ley, ni en todos los países del mundo se requiere autorización 

por la Ley, ni en el Ecuador es propiamente la Ley la que directamente establece la 

personalidad jurídica de los grupos humanos que se integran en forma de 

asociaciones, corporaciones, fundaciones, sociedades, compañías, cooperativas, etc. 

En último término, es el orden jurídico el que reconoce la existencia de las personas 

jurídicas, pero el reconocimiento puede sobrevenir de diferentes maneras; a veces es 

automático, por el simple hecho de constituirse; otras veces se requiere una 

intervención judicial o administrativa, y en casos muy excepcionales es la Ley la que 

directamente autoriza el funcionamiento de la existencia de determinadas personas 

jurídicas, señalándole sus atribuciones. Por eso el señalar que, es la Ley la que 

establece cuáles son las personas ecuatorianas, resulta un tanto inexacto. Además, 

hay ciertas leyes que, autorizan el establecimiento, funcionamiento y actividad de 

personas jurídicas, calificándolas expresamente de extranjeras, como sucede, por 

ejemplo, con la Ley General de Bancos, o la Ley de Control de Seguros. De tal 

manera, que esas personas jurídicas, están debidamente autorizadas, controladas y 

funcionando en el Ecuador y, sin embargo, de estar así protegidas por la Ley, la 

misma Ley las califica de extranjeras, con lo cual el criterio de la Constitución no 

perece suficientemente claro. 

Ciertamente, sería difícil hallar una fórmula precisa para determinar esta 

nacionalidad de las personas jurídicas, sobre todo, dado el antecedente ya indicado 

de que en la doctrina contemporánea se tiende más bien, a no reconocer 

nacionalidad a las personas jurídicas. 
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El Código Sánchez de Bustamante asumiendo esta dificultad, distingue el 

caso de los estados que reconocen nacionalidad a las personas jurídicas y aquellos 

otros que han abandonado esta vieja teoría, y soluciona en los Arts. 16 a 21 los 

conflictos de leyes que pueden provocarse en torno a este problema. 

Para los efectos fiscales, también nuestro Código Fiscal establece en los 

Arts. 5 y 7, criterios especiales respecto de la nacionalidad y del domicilio de las 

personas jurídicas extranjeras. Desde luego, que hay ciertas personas sobre todo, de 

orden público o aquellas otras de derecho privado pero, de utilidad social o pública 

que, siendo establecidas por la misma Constitución de la República o por leyes a 

veces de carácter constitucional son evidentemente ecuatorianas; no cabe discusión 

sobre su nacionalidad, en cierto modo, forman parte integrante del Estado o son 

organismos auxiliares de él o se califican como entidades autónomas y protegidas 

por la misma Constitución de la República. Tal sucede con las señaladas en los Arts. 

225, 229, 256, de la misma Constitución de la República. El problema puede 

presentarse sobre todo, por consiguiente, con relación a las personas jurídicas de 

derecho privado que constituidas en un país extranjero, pretendan o vengan a 

funcionar en el Ecuador o lleguen a integrarse por ciudadanos ecuatorianos por el 

transcurso del tiempo; entonces tendrán que aplicarse fundamentalmente, los 

criterios contenidos en los tratados internacionales, en el Código Sánchez de 

Bustamante o por lo menos los principios generales de Derecho Internacional sobre 

esta materia. 

Pérdida de la nacionalidad. — Art. 19: La nacionalidad ecuatoriana se 
pierde: 

Primero. — Por traición a la Patria, declarada judicialmente. 

Segundo. — Por la renuncia de que se habla en el numeral tercero del Art. 
13. 

Tercero. — Por naturalización en otro Estado, salvo lo previsto en el Art. 

17. 

Cuarto. — Por cancelación de la carta de naturalización en los casos 

previstos por la Ley. 

Concordancias: —Constitución 13, N° 3, 17. 

—Código Civil 11. 

—Código Sánchez de Bustamante 14. 

—Código Penal 122. 

—Ley de Servicio Exterior 4, N° 10. 

Hoy día se admite universalmente la posibilidad de perder la nacionalidad. 

Las causas por las cuales se puede perder la nacionalidad, son generalmente las 

señaladas en el Art. 19 antes transcrito. 

El Código Sánchez de Bustamante, también considera estas causas en el 

Art. 14. Un caso muy especial, es el contemplado en el Art. 122 de 
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nuestro Código Penal. En toda sentencia condenatoria por traición a la Patria, se 

impondrá la obligación de resarcir a la Nación los daños y perjuicios ocasionados con 

la perpetración del delito que se reprime. 

La sentencia que refiere el inciso anterior, lleva consigo la pérdida de la 

nacionalidad ecuatoriana. En este caso, el individuo que pierde la nacionalidad 

ecuatoriana no adquiere otra; por consiguiente, quedará normalmente en la 

condición de apátrida, circunstancia que no es deseable y que el derecho 

internacional procura evitar dentro de lo posible. 

La declaración, adquisición o pérdida de la nacionalidad ecuatoriana 

corresponde al Ministerio de Relaciones Exteriores, según la disposición del Art. 4, 

numeral 10 de la Ley de Servicio Exterior. 

Recuperación de la nacionalidad. — Art. 20. La nacionalidad podrá 

recobrarse con arreglo a las disposiciones legales. 

Concordancias: —132, N° 2, Constitución. 
—Código Sánchez de Bustamante 15. 

También es éste un principio universalmente admitido el de que la 

nacionalidad perdida puede recobrarse cumpliendo las disposiciones o exigencias de 

la Ley de aquel Estado, cuya nacionalidad se trata de recobrar; naturalmente, no 

pueden ser disposiciones de una Ley extranjera las que impongan el modo, los 

requisitos o las circunstancias en las cuales pueda recobrarse una nacionalidad 

perdida. 

Este principio constitucional, está también afirmado en el Art. 15 del Código 

Sánchez de Bustamante. 

El Art. 132, N° 2 de la Constitución, establece que, corresponde al Senado, 

rehabilitar a quienes hubieran perdido el derecho de nacionalidad o ciudadanía 

cuando la rehabilitación no efectúe por el Ministerio de la Ley. 

TITULO III 

DE LA CIUDADANIA 

Requisitos. 

Art. 21. Son ciudadanos ecuatorianos, los mayores de 18 años que saben leer 

y escribir y están, por tanto, en aptitud de ejercer los derechos políticos que establece 

la presente Constitución. 

Concordancias: —Constitución 24. 

—Ley de Régimen Administrativo 144. 

—Ley de Elecciones 1, 2. 
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En este artículo se define lo que es la ciudadanía y se indica cuáles son sus 

requisitos. Conforme al ya clásico concepto. La ciudadanía es la aptitud para ejercer 

los derechos políticos que corresponde a los nacionales de un país, que reúnen 

además determinadas condiciones. Concretamente en la Constitución actual estas 

condiciones consisten en la edad de 18 años y en saber leer y escribir. 

En cuanto a la edad ya desde 1945, se había fijado en los 18 años, edad 

inferior a la que se requiere para tener la mayoría civil, y por consiguiente, la 

plenitud de capacidad jurídica. 

Mucho se ha discutido sobre esta diferencia de límites de edad en lo civil y 
en lo político; no parece razonable que, se conceda la ciudadanía a los menores de 

edad. 

Cabrían dos soluciones, para lo político, volver al límite antiguo de los 21 

años o la de bajar, por el contrario, a los 18 el límite de la mayoría de edad que da 

la plena capacidad civil. Esta segunda solución parece más acorde con la realidad 

nacional. Existen en la actualidad numerosas leyes que confieren una capacidad 

especial al menor que ya ha cumplido los 18 años. La misma preparación y cultura 

que se difunde cada día más en el pueblo, permiten a quien ha llegado a este límite 

de madurez ejercitar sus derechos con plena conciencia, si con los 18 años se 

adquiere la ciudadanía, sería razonable que también a esa edad se puedan ejercitar 

todos los demás derechos. 

La Ley de Elecciones señala uno de los principales derechos del ciudadano 

que es el de ejercer el sufragio, y en los Arts. 1 y 2 indica que, los ciudadanos 

ecuatorianos son los titulares de este derecho, es decir quiénes pueden ejercerlo y 

quienes también están obligados, puesto que se trata de un deber y derecho a la vez. 

En cuanto al requisito de saber leer y escribir para ser ciudadano, fue objeto 

de larga discusión en la Asamblea. Existía una fuerte tendencia favorable a la 

supresión de este requisito, pero, se objetó que ello conduciría a innumerables 

abusos, por cuanto los analfabetos pueden ser más fácilmente presa de presiones 

ilícitas que desvíen su recto criterio y el libre ejercicio del sufragio. 

En cuanto al desempeño de funciones públicas, evidentemente, si los 

analfabetos fueran ciudadanos no podrían desempeñar esas funciones, ya que dada 

la organización del Estado moderno es imprescindible ese mínimo de cultura que 

supone el saber leer y escribir. 

Por otra parte, pienso que la exigencia de este requisito es un estímulo para 

que todas las entidades públicas y privadas y aún los partidos políticos se preocupen 

de la alfabetización de aquellas personas que aún no saben leer y escribir. La 

necesidad de que se incorporen cuanto antes a la vida pública del país hará sin duda, 

que haya una mayor preocupación por estos ecuatorianos que se hallan marginados 

de los derechos políticos. 
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La Constitución de la República, en el Art. 24 dice: “que el Estado garantiza 

a los habitantes el libre acceso a la cultura y al mejoramiento social y económico y a 

los ciudadanos ecuatorianos, la efectiva participación en la actividad política”. 

Precisamente se trata de que lleguen a ser dúdanos aquellos que aún no lo son por 

carecer de ese mínimo de cultura. 

El mismo Art. 24 de la Constitución señala: “que la Ley eliminará los 

obstáculos que impidan o limiten a determinados sectores de la población nacional 

el ejercicio de estos derechos”. Es decir que el Estado está obligado a poner los 

medios para remover las causas de incapacidad, para evitar el que exista este 

analfabetismo que impide a muchos el ejercicio de los derechos políticos. 

El ideal sería que los ciudadanos para poder ejercer las delicadas funciones 

de la conducción de la cosa pública, tengan una cultura más alta, no solamente la 
muy elemental que supone el conocimiento de la lectura y escritura; pero eso es una 

meta que se encuentra todavía lejana en nuestro país. 

Suspensión de la ciudadanía. 

Art. 22. Los derechos inherentes a la ciudadanía se suspenden: 

1°— Por condena en caso de atentado contra la libertad de sufragio. 

Concordancias: —Código Civil 38.3, 384, 483, 497. 

—Constitución 132. 

2°— Por condena en caso de violación de un precepto constitucional 

cometido por magistrado, funcionario o empleado público. 

Concordancias: —Código Penal 51-60. 
—Código de Procedimiento Civil: 806, 815, 819, 820. 

3°— Por condena en caso de fraude en el manejo de fondos públicos mientras 

dure la pena impuesta. 

4°— Por no haber pagado alcances declarados en cuentas de fondos públicos, 

mientras dure la mora. 

Concordancias: —Ley Orgánica de Hacienda 280. 

—Código de Procedimiento Civil 806 a 821. 

5°— Por interdicción judicial. 

Concordancias: —Código Penal 56. 

6°— Por sentencia penal condenatoria en tanto dure la condena, salvo el 

caso de contravención. 

Concordancias: —Ley de Elecciones 12, 60, 179, 181. 
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7°— Por insolvencia declarada fraudulenta. 

Concordancias: —Ley de Carrera Administrativa 4. 

8°— En los demás casos determinados en la Constitución y las Leyes. 

Concordancias: —Ley Notarial 9. 

La suspensión de los derechos de ciudadanía se produce, de ordinario de 

una forma automática como consecuencia de la imposición de ciertas penas por parte 

de la justicia ordinaria. Puede también ser impuesta especialmente por el Congreso 

de la República. 

La suspensión puede ser por un tiempo fijo o por un tiempo indeterminado. 

Normalmente dura cuanto deba durar la pena principal que origina dicha 

suspensión. En ciertos casos es preciso, un acto especial para que termine la 

suspensión y se readquieran los derechos de ciudadanía; concretamente el Art. 132 

de la Constitución atribuye al Senado el derecho de rehabilitar a quienes hubieren 

perdido los derechos de nacionalidad o ciudadanía, cuando la rehabilitación no se 

efectúe por el Ministerio de la Ley. 

La suspensión de los derechos de ciudadanía implica, un impedimento para 

ejercer los derechos propios del ciudadano que son principalmente: el ejercicio del 

sufragio, el poder ser nombrado para cargos o funciones públicas y la actividad 

política activa a través de los partidos políticos. Este último punto es, desde luego, 

de difícil control, un ciudadano privado de los derechos de ciudadanía podría 

fácilmente seguir integrando un partido político y actuando a través de él, pero no 

de un modo directo, y desde luego, queda excluido en forma terminante, del ejercicio 

del sufragio o de los nombramientos para cargos públicos. 

Podemos clasificar los casos de suspensión en tres categorías: 

Unas causas provienen de la violación de la Constitución o la Ley; otras 

suponen una condena penal y finalmente se produce también la suspensión de la 

ciudadanía por ciertas sentencias civiles. 

, Pertenecen a la primera categoría los casos señalados en el numeral segundo 

del Art. 22 por condena en casos de violación en un precepto constitucional, cometido 

por magistrado, funcionario o empleado público; lo cual corresponderá declarar 

ordinariamente al Tribunal de Garantías Constitucionales o al Congreso Nacional. 

También en el caso de fraude en el manejo de los fondos públicos, mientras 

dure la pena impuesta, conforme al numeral tercero del mismo artículo. 

En otros casos se trata de sentencias penales, como lo señala el numeral 6°. 

“Sentencia penal condenatoria en tanto dure la condena, salvo en 
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caso de contravención”. Por consiguiente, se trata de sentencias por delitos.  

La insolvencia declarada fraudulenta es también un delito, hay también 

una condena penal, y sin embargo, se señala en un numeral aparte. 

De orden civil son, en cambio, las suspensiones provenientes de interdicción 

judicial, conforme al numeral 5 del Art. 22. La interdicción puede tener variados 

motivos, a su vez; hay interdicción para los ebrios consuetudinarios, los 

toxicómanos, conforme al Art. 383 y 384 del Código Civil; igualmente, conforme al 

Art. 483 del mismo Código, para los pródigos o disipadores; según el Art. 497, para 

los dementes; los sordomudos que no pueden darse a entender por escrito, están 

igualmente en interdicción y sometidos a curaduría, conforme al Art. 510 del Código 

Civil. 

La interdicción civil puede ser también anexa a ciertas condenas penales, 

en cuyo caso hay doble razón para la suspensión de los derechos de ciudadanía. 

Conforme al Art. 56 del Código Penal: “toda condena a reclusión mayor ordinaria o 

extraordinaria o a reclusión menor extraordinaria, lleva consigo la interdicción del 

reo mientras dure la pena; la interdicción surte efecto desde que la sentencia causa 

ejecutoria y priva al condenado de la capacidad de disponer de sus bienes, a no ser 

que sea por acto testamentario. También los condenados a reclusión menor 

ordinaria, en caso de reincidencia o en el de concurrencia de varios delitos que 

merezcan pena de reclusión, quedan sujetos a la interdicción”. Y como consecuencia, 

de acuerdo con el Art. 22 de la Constitución, todas estas personas están también 

suspensas en los derechos de ciudadanía. 

El Art. 60 del mismo Código Penal indica: “Que toda sentencia que condene 

a reclusión o a prisión que pase de seis meses, causa suspensión en los derechos de 

ciudadanía por un tiempo igual al de la condena”. 

Pero además los jueces y tribunales, pueden imponer la suspensión de los 

derechos de ciudadanía por un término de tres a cinco años, aunque la prisión no 

pase de tres meses, de tal suerte que la condena de suspensión de los derechos de 

ciudadanía es hasta cierto punto independiente, es una pena distinta de la de prisión 

o reclusión a la cual va anexa en la mayor, parte de los casos. 

El Código de Procedimiento Civil señala en los artículos 806 a 821 el 

procedimiento para poner en interdicción a una persona por las mencionadas causas 

civiles y que llevan consigo también la suspensión de los derechos de ciudadanía. 

Las personas que han sufrido la suspensión de los derechos de ciudadanía 

deben ser suprimidas de los registros electorales para evitar que ejerzan el sufragio, 

así lo establece el Art. 12 de la Ley de Elecciones. Pero si eventualmente no se 

cumpliere con esta disposición puede incurrirse en el error común, de creer que esas 

personas sí tienen el ejercicio de los derechos de ciudadanía, y si eventualmente 

fueren nombradas para desempeñar 
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funciones de Vocal en una Junta Electoral o en un Tribunal Provincial, la actuación 

de estas personas en dichos organismos no anula las elecciones de acuerdo con el 

Art. 60 de la misma Ley de Elecciones. Su habilidad putativa aparente, salva de la 

nulidad a los actos realizados por ellas. 

El Art. 144 de la Ley de Régimen Administrativo reitera la necesidad de 

estar en el ejercicio de los derechos de ciudadanía para poder ejercer cargos o 

funciones públicas y en igual forma el Art. 4° de la Ley de Servicio Civil y Carrera 

Administrativa. Ambas disposiciones legales agregan al requisito de la ciudadanía, 

otros más como los relativos al cumplimiento de lo dispuesto en la Ley de Servicio 

Militar y Trabajo Obligatorio, no encontrarse en mora en la presentación de cuentas 

o pago de créditos definitivamente establecidos a favor de instituciones de derecho 

público; pero en este último caso encontramos una verdadera redundancia, puesto 

que esa mora supone suspensión de los derechos de ciudadanía de acuerdo con el 

numeral 4 del Art. 22 de la Constitución. 

A veces se repite la disposición relativa al ejercicio de los derechos de 

ciudadanía a propósito del ejercicio de ciertos cargos o funciones. Por ejemplo, en la 

Ley Notarial publicada en el R.O. 158 de 11-11-1966, en el Art. 9° se indica que para 

ser Notario se requiere ser ecuatoriano, estar en el ejercicio de los derechos de 

ciudadanía y otros requisitos más como el relativo a la edad, 30 años, a la buena 

reputación y a la idoneidad para el cargo, etc. 

En principio bastaría una sola determinación de la Ley, sea en la misma 

Constitución de la República o en otra Ley que indique que para el ejercicio de todo 

cargo o función pública, el requisito esencial es éste, de estar en ejercicio de los 

derechos de ciudadanía. 

TITULO IV 

De los derechos, deberes y garantías. 

Este Título es uno de los más extensos, tal vez el más extenso, de la 

Constitución, y recoge el conjunto de las principales garantías de los habitantes del 

Ecuador y de los ciudadanos. 

Está dividido en varios capítulos: 

El primero contiene disposiciones generales. 

El capítulo segundo: de los derechos de la persona. 

El tercero de la familia. 

El cuarto de la educación. 

El quinto de la propiedad. 

El sexto del trabajo y la seguridad social. 
El séptimo de los derechos políticos y, 
El octavo de la situación de los extranjeros. 
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Todavía el Título siguiente contiene también garantías que en cierto modo 

aplican algunas de las mencionadas en este Título IV. El Título V es de la economía 

y aborda algunos temas como el relativo a la empresa privada, a los capitales 

nacionales y extranjeros, a la planificación, al régimen tributario, al régimen 

monetario y bancario, etc. En todos esos puntos se trata también de garantías. 

Igualmente, en el Título VI que se refiere al sufragio y a sus organismos está en 

íntima relación con las garantías de índole político a que se hace referencia de un 

modo más directo en este Título IV que vamos a comentar. Los tres títulos, por 

consiguiente, IV, V y VI guardan una estrecha coordinación entre sí. 

C A P I T U L O  I  

Disposiciones generales. 

Derechos humanos. — Art. 23. El Estado reconoce, garantiza y promueve 

los derechos del hombre como individuo, como miembro de la familia y demás 

sociedades que favorezcan el desarrollo de su personalidad. 

La Ley protegerá la libertad y más derechos de la persona contra los abusos 

del poder público y de los particulares. 

Concordancias: —Constitución Art. 29. 

Esta declaración es una de las más genéricas y amplias, en realidad, si se 

quisieran señalar todas sus concordancias habría que enumerar buena parte de los 

artículos de la Constitución de la República ya que toda ella tiende a garantizar los 

derechos del individuo, de la persona humana. Pero nos reducimos únicamente a lo 

más esencial. 

Cabe destacar que esta declaración hace realidad las declaraciones de 

derechos humanos elaborados por la ONU y últimamente aceptadas, no solamente 

como una declaración programática sino mediante Convención obligatoria que han 

comenzado a suscribir algunos países, entre ellos también el nuestro, y que 

permanece abierta a la firma de las naciones en la Secretaría de las Naciones 

Unidas. R.O. 28: 10-X-68. Ratificado y textos R.O. 101: 24-1-69). 

Es notable que el Art. 23 de nuestra Constitución indica con notable 

precisión terminológica que el Estado reconoce, garantiza y promueve los derechos 

del hombre. Una triple función del Estado, reconocer algo que existe antes que el 

Estado mismo, algo que no depende del Estado: la persona humana, con sus 

derechos, con su dignidad. Al Estado le toca efectivamente asumir esta realidad 

reconocerla y luego garantizarla y promover el respeto de sus derechos, no 

solamente ya por parte de sus mismos funcionarios y organismos, sino que la 

promoción de los derechos del hombre supone la creación de un clima de paz, de 

confianza, de respeto, por consiguiente, una tutela de estos derechos de modo que 

no sean violados por ninguna otra institución ni persona dentro del Estado. 
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Los derechos humanos son reconocidos, no solamente como derechos del 

individuo, como ente aislado, habiéndose abandonado ya definitivamente nuestro 

país ese concepto exageradamente individualista que predominó a raíz de la 

Revolución Francesa. El Art. 23 se refiere al individuo, como miembro de la familia 

y de las demás sociedades que favorezcan el desarrollo de su personalidad. Por 

consiguiente, entre el Estado y el individuo se reconoce la función de primaria 

importancia que desarrollan las entidades menores y principalmente de modo más 

destacado, la familia. Hay ciertos derechos del individuo que solamente pueden 

estar debidamente tutelados y pueden ejercitarse en una forma perfecta dentro de 

estas sociedades menores que son también naturales y algunas de ellas, como la 

familia, también anteriores al Estado. 

El último párrafo del Art. 23 aclara aún más cuál es la función del Estado 

con relación a los derechos humanos. El Estado a través de la Ley debe proteger la 

libertad y los demás derechos de la persona y esto principalmente contra los abusos 

del Poder, pero también contra los abusos de los particulares. El Estado no es un 

mero espectador que deja libre juego de la fuerza la resolución de los problemas que 

se susciten entre los individuos. El Estado debe protegerlos y evitar los abusos que 

eventualmente ellos mismos pueden realizar en perjuicio o en menoscabo de los 

derechos y garantías de los demás ciudadanos. 

En este Capítulo 1° que trata de disposiciones generales después de la Regla 

más importante, genérica, del Art. 23, se señala en los artículos siguientes principios 

también de índole muy general que tienden a hacer realidad esta protección de los 

derechos del hombre, y se ha destacado el papel de la cultura indicando que el 

Estado debe garantizar el libre acceso a la cultura, como uno de los medios 

principales para que el ciudadano, el individuo, en general, pueda ver garantizados 

sus derechos. También un mínimo de bienestar económico es indispensable para el 

ejercicio equilibrado de los derechos, y así se señala en el Art. 24. 

Otro principio de suma importancia para la efectividad de estas garantías 

constitucionales es el de la igualdad al que se refiere el Art. 25; y para que ninguna 

Ley secundaria ni ninguna disposición o autoridad alguna pueda violar estas 

garantías el Art. 26 se refiere a la primacía de la Constitución. El Art. 27 que cierra 

el Capítulo I, establece la responsabilidad del Estado y demás entidades de Derecho 

Público, con la obligación precisa de indemnizar a los particulares por los perjuicios 

que pudieran sufrir por violación de las garantías que la Constitución y las leyes les 

reconocen. 

Cultura y bienestar. -- Art. 24. El Estado garantiza a los habitantes el libre 

acceso a la cultura y al mejoramiento social y económico. Y a los ciudadanos 

ecuatorianos la efectiva participación en la actividad política. La Ley eliminará los 

obstáculos que impidan o limiten a determinados sectores de la población nacional, 

el ejercicio de estos derechos. 

Concordancias: —Constitución 28, Nos. 5 y 6, 58. 

—Ley Orgánica de Educación 1 a 4. 

   —Código del Trabajo 109, 124. 
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Este artículo en realidad contiene varias disposiciones, como ya indicaba 

primeramente pone de realce la importancia de la cultura como elemento esencial 

para que los ciudadanos gocen efectivamente de sus derechos y garantías, en virtud 

de lo cual el Estado está obligado a garantizar ese libre acceso a la cultura, esa 

posibilidad de adquirirla. Y juntamente con el acceso a la cultura el Estado debe 

garantizar también el mejoramiento social, y económico de los ciudadanos, de los 

habitantes de la República. 

Materia en cambio, distinta es la relativa al ejercicio de la actividad política, 

que se reserva sólo a los ciudadanos ecuatorianos, como ya quedó indicado en el 

capítulo anterior. 

La declaración de que la Ley eliminará los obstáculos que impidan o limiten 

el ejercicio de estos derechos es una declaración programática de suma amplitud, 

ello exige toda una labor social, cultural, incluso espiritual en ciertos casos, que 

tienda a eliminar tan variados obstáculos para el ejercicio de los derechos. 

En parte corresponde al Estado la realización de este programa y no puede 

desconocerse la función importante que corresponde también a la Iglesia, a 

entidades menores de cultura y a los mismos individuos en la medida de sus 

posibilidades, para crear todo ese ambiente que permite el libre acceso a la cultura 

y el mejoramiento social y económico. 

El Art. 28 de la Constitución en el numeral 5° reafirma la libertad en esta 

vertiente relativa a la cultura, que la califica de, “libertad de opinión” de “expresión 

del pensamiento” o cualquiera de los medios de comunicación colectiva. Es la 

libertad también de publicación, que elimina determinadas violencias contra las 

imprentas, periódicos, etc. 

En el numeral 6° del mismo Art. 28 se garantiza la libre participación en la 

vida cultural de la comunidad y en la investigación científica., No cabe 

discriminación alguna por la cual se elimine a personas individuales o a grupos de 

estas posibilidades de acceso a la cultura y a sus fuentes. Para ser eficaces estas 

disposiciones se requerirá una honda revisión de la estructura también económica 

fiscal del Estado puesto que no basta una actitud meramente pasiva de los 

funcionarios y magistrados, sino una actitud activa del Estado a través de sus 

órganos para que esta participación en la vida cultural y en la investigación 

científica, pueda ser una realidad, no basta no poner obstáculos, sino que hay que 

dar los medios adecuados para que esto pueda ser una realidad. La Ley Orgánica de 

Educación en sus primeros artículos señala también la función del Estado en 

relación a la cultura, concretamente a la educación, como medio de formar la 

cultura; se indica en ellos que el Estado debe ejercer una función cultural a la par 

que garantice la libertad y estimule los esfuerzos de los particulares para el adelanto 

cultural. Allí se habla también de la ayuda que deben prestar los organismos a las 

entidades privadas de cultura, todo lo cual está en perfecta coordinación con estos 

ideales constitucionales. 

El Código del Trabajo contiene también disposiciones tendientes a 

estimular el cumplimiento por parte de los particulares de este deber de 
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colaborar con la elevación cultural de todos los ciudadanos, así el Art. 109 establece 

que los patronos no emplearán menores de 18 años que no hubieren terminado la 

instrucción primaria y estarán en la obligación de dejarles dos horas diarias de las 

destinadas al trabajo a fin de que concurran a una escuela. El Art. 124 señala 

también entre las obligaciones del patrono respecto de los aprendices el de 

enseñarles un arte, oficio o forma de trabajo y permitirles (o más que permitirles: 

cuidar bajo su responsabilidad) que el aprendiz obtenga la instrucción primaria y si 

la tuviere que concurra a la escuela técnica de su ramo, de tal manera que los 

particulares tienen también que cumplir una función obligatoria en materia de 

elevación cultural de sus conciudadanos. 

Igualdad. — Art. 25. No se hará discriminación alguna basada en motivos 

tales como raza, sexo, filiación, idioma, religión, opinión política, posición económica 

o social. No se concederá prerrogativa alguna ni se impondrán obligaciones que 

hagan a unas personas de mejor o peor condición que otras; no hay dignidades ni 

empleos hereditarios, privilegios ni fueros personales; la honradez, la capacidad y 

otros méritos serán los únicos fundamentos de valoración personal. 

Concordancias: —Constitución 4, 7, 64 N° 4, 81, 74, 28, N° 8, 122, N° 6. —172, 

N°6. 

—Ley de Registro Civil, Art. 15. 

—Ley Orgánica de la Función Judicial 201. 

—Ley de Elecciones 2. 

—Ley de Carrera Administrativa 25. 

—Decreto Supremo 349, R.O. 48: VI-66: Art. 30. 

El principio de la igualdad es uno de los básicos dentro de la estructura 

republicana y democrática del Estado. A él se refiere la Constitución en numerosos 

artículos como puede apreciarse por las concordancias. Ya mencionamos 

anteriormente la relación fundamental entre el Art. 4 y el 25. En el Art. 4 se hablaba 

de la igualdad de los ecuatorianos ante la Ley; en el Art. 25 en una forma más 

genérica se trata de la igualdad de todos los individuos que están sometidos a las 

leyes del Ecuador, sean o no ecuatorianos, estén o no en el territorio nacional. El 

mismo Art. 25 contiene una enumeración de diversos aspectos de la igualdad 

garantizada por la Constitución, se va de lo más genérico a lo más concreto y de una 

afirmación positiva a la exclusión de posibles elementos de discriminación; 

efectivamente en primer término se señala que no se hará discriminación alguna 

basada en ningún motivo y se enumeran cuáles han sido esos motivos que a veces, 

en otras épocas o en otros países han constituido elementos de discriminación: la 

raza, el sexo, la filiación, el idioma, la religión, la opinión política, posición 

económica o social. 

Y luego reafirmando el principio de la igualdad se insiste en que no se 

concederán prerrogativas ni tampoco se impondrán obligaciones que hagan a unas 

personas de mejor o peor condición de otras, ésta es ya una consecuencia de la 

igualdad, la igualdad excluye el privilegio como también la situación de inferioridad. 
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La última parte del artículo es una aplicación más concreta aún del 

principio de la igualdad. Se excluye la posibilidad de que existan dignidades o 

empleos hereditarios, privilegios o fueros personales. 

Nótese que la Ley no excluye la posibilidad de un fuero especial, que no sea 

de índole personal sino por razón del desempeño de determinadas magistraturas y 

funciones públicas, como efectivamente reconocen nuestras leyes y la misma 

Constitución. El fuero especial, por ejemplo, el Fuero Especial de Corte, propio del 

Presidente de la República, de los mismos Magistrados de la Corte Suprema, etc., 

pero lo que no es compatible con el principio de la igualdad, lo que no se admite, es 

el fuero personal independiente de la función por una consideración propiamente 

dirigida a la persona. 

Finalmente el artículo manifiesta que la igualdad, no es incompatible con 

una diferencia de méritos, con una diferencia también de capacidades, éstas 

fundamentan la valoración personal que permite la verdadera justicia, la justicia 

estricta no consiste en una igualdad total o absoluta, sino en una proporcionalidad 

a los méritos, a la honradez, a la capacidad, a la posibilidad de prestar servicios; 

todas estas diferencias no se oponen a la igualdad fundamental de los individuos, 

sino que al contrario le hacen real y efectiva. Una serie de medidas legales se 

imponen para que sea una realidad en la vida del país esta igualdad señalada por 

la Constitución de la República, otras medidas tendrán que tomarse no en el plano, 

estrictamente legal, sino en el plano social, en el plano cultural y en todas ellas, una 

es la parte del Estado y otra la que tienen que realizar los individuos aisladamente 

a través de las organizaciones menores en las cuales se encuadran. También a la 

Iglesia corresponde un papel destacado en la promoción de la cultura y la promoción 

social, indispensable para que la igualdad llegue a ser una realidad y no un mero 

programa. 

En numerosas disposiciones legales se reafirma el principio de la igualdad 

de los ciudadanos ante la Ley. En algunos casos bajo cierto aspecto concreto, 

también la igualdad de los individuos que pertenecen a la Nación ecuatoriana y de 

los extranjeros, la misma Constitución de la República lo hace de modo expreso en 

el Art. 81 ya propósito de él desarrollaremos con mayor detalle ese aspecto de la 

igualdad. En otros casos las leyes establecen ciertas condiciones diferentes para el 

goce de los derechos por parte de unos ciudadanos y de otros, es decir ciertas 

diferencias que no implican necesariamente una injusticia o una desigualdad 

fundamental, puesto que se trata de apreciar condiciones substancialmente 

diferentes que exigen también un tratamiento legal o un status legal diferenciado. 

Así, por ejemplo, la Ley de Elecciones en el Art. 2 establece la igualdad de hombres 

y mujeres. La igualdad de los individuos de diversas razas, en el aspecto legal se 

efectúa principalmente evitando todo género de discriminaciones, sin embargo, 

dadas las peculiaridades circunstancias económico-sociales en las que viven la 

mayor parte de los individuos de la raza indígena, la igualdad puede suponer 

también la consideración por parte del derecho de estas circunstancias especiales 

para crear un estatuto adecuado, no siempre una igualdad formal o material 

exterior puede resultar beneficiosa; así en algu- 
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nos países se ha tomado en cuenta este factor racial, no para crear condiciones de 

inferioridad para los individuos de una determinada raza, sino para proteger 

especialmente a quienes necesitan de una particular consideración por parte del 

derecho, por ejemplo, así sucede con Brasil, en donde se ha tomado en cuenta la 

condición de los indígenas, principalmente de los que viven en la selva amazónica 

para regular de un modo especial su capacidad jurídica. En el Ecuador no existe una 

legislación especial dirigida a los indígenas, pero sí hay algunas disposiciones que 

toman en cuenta la condición peculiar de los indios y así tenemos la Ley de 

Comunidades Campesinas e Indígenas que en alguna forma trata de proteger a 

estos grupos humanos que han estado tradicionalmente relegados de la vida 

ordinaria de la Nación. En la Ley de Reforma Agraria se toma en cuenta la 

existencia de esta población que no está en el mismo grado de desarrollo, de 

progreso, de civilización que el resto de la población nacional, igualmente para 

beneficiarla con algunas protecciones legales específicas. 

La igualdad desde el punto de vista de los sexos, igualdad del hombre y de 

la mujer, está reafirmada en la misma Constitución de la República en otros puntos, 

hablaremos especialmente de ella al tratar del Art. 29 dentro del Capítulo de la 

Familia. Otro tanto cabe decir respecto de la igualdad de los individuos con relación 

a la filiación. Tampoco es motivo de discriminación legal el idioma; a este respecto 

ya sabemos que el Art 7 de la Constitución establece que el castellano es el idioma 

oficial lo cual de ningún modo significa que se proscriban o que se desprecien los 

otros idiomas, tanto indígenas propios del país como los extranjeros propiamente 

dichos; el hecho de que el idioma oficial sea el castellano implica que en los 

documentos públicos deben hacerse en este idioma pero no significa ningún 

desprecio o privación de derechos respecto de los individuos que hablan otros 

idiomas y desde luego, en el Ecuador no han existido ni consiente la Constitución 

que existan, ningún género de regulaciones que prohíban el cultivo de otras lenguas, 

la edición de libros, revistas, periódicos, etc., o cualquier género de actividades 

culturales que se desarrollen en otros idiomas. 

La igualdad en materia religiosa a la que también se refiere el Art. 25, es 

un punto más delicado. EÍ Ecuador lleva la tara de una historia político-religiosa 

que tuvo extremada violencia a principios de siglo y que originó graves prejuicios y 

una serie de disposiciones legales evidentemente injustas y contrarias al principio 

de la igualdad religiosa. El sectarismo que llegó a dominar en el país, sobre todo en 

los primeros años del presente siglo, indujo a realizar una legislación contraria a la 

auténtica libertad de conciencia al respecto a toda religión y principalmente 

contraria a la religión que de hecho es la de la inmensa mayoría de los ecuatorianos 

y que, a principio de siglo, con mayor razón, era prácticamente la única en el país. 

Algunas de aquellas disposiciones de carácter sectario han desaparecido ya, otras 

han perdurado y aún algunas han vuelto a florecer. Un caso muy típico es el de la 

legislación de Registro Civil que estableció una serie de trabas para la celebración 

de actos de culto y aún de sacramentos de la Iglesia Católica; así, por ejemplo, 

establecía que para celebrar el bautismo de una persona se requería previamente 

haberla inscrito en el Registro Civil, constituyendo de esta manera un verdadero 

impedimento civil para la celebración de un sacra- 
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mentó de la Iglesia Católica. Cosa parecida se dispuso respecto del sacramento del 

matrimonio obligando que para la celebración del sacramento se haya cumplido 

previamente determinadas ceremonias civiles, inmiscuyéndose de esta forma el 

Estado en la legislación estrictamente canónica, restringiendo la libertad de 

conciencia. Estas disposiciones legales quedaron derogadas tácitamente por el 

Modus Vivendi celebrado entre el Ecuador y la Santa Sede el 21 de julio de 1937 y 

efectivamente con posterioridad se suprimieron de la Ley de Registro Civil; 

permanecieron, sin embargo, en un reglamento en forma inexplicable y 

anticonstitucional. Y mediante el Decreto Supremo; por el cual se dictó la nueva Ley 

de Registro Civil actualmente codificada y publicada en el R.O. 690, 14-11-1966, se 

vuelve a imponer en la misma Ley esta disposición o estas disposiciones que son 

evidentemente atentatorias contra la libertad de conciencia y que restringen el 

derecho de los ciudadanos de practicar libremente su religión. Estas disposiciones 

deben entenderse derogadas por el Art. 25 de la Constitución de la República, de 

otra manera deberíamos entender que están en mejor condición los ciudadanos que 

no tienen religión; que están en peor condición los ciudadanos que tienen una 

religión, más específicamente, la religión católica. Si se tiene en cuenta por otra 

parte, que según el principio de la religión católica el único matrimonio verdadero 

para un católico es el sacramental, la imposición de celebrar previamente una 

ceremonia civil que pretende tener la misma validez que el matrimonio canónico, 

resulta una violación más radical y agresiva de la libertad de conciencia de los 

católicos. Si la Constitución de la República establece que no puede hacerse a unos 

ciudadanos de peor condición que otra, y que el Estado no hará discriminación 

basada en motivos religiosos; estas disposiciones son evidentemente 

anticonstitucionales y deben entenderse como derogadas. 

Otros puntos resultan más difíciles de resolver en esta misma materia, así 

la Constitución de la República establece ciertas discriminaciones de índole 

religiosa, pero para objetos muy concretos. Así el Art. 74 establece que no pueden 

actuar en los partidos políticos los religiosos, clérigos y ministros de cualquier culto. 

Esta disposición constitucional que por otra parte coincide con los principios del 

Derecho Canónico, desde el punto de vista civil de los ciudadanos no parece 

admisible por cuanto también a estos individuos religiosos, clérigos o ministros de 

cualquier culto se les está poniendo en una condición inferior, como ciudadanos de 

segunda categoría, cosa inadmisible porque va contra el principio de la igualdad 

claramente expresado en el Art. 25 de la Constitución de la República. 

Otro tanto podemos decir, y con mayor razón, en lo que se refiere a la 

disposición del inciso sexto del Art. 122 que excluye asimismo a los ministros de 

cualquier culto y miembros de comunidades religiosas de la candidatura para ser 

legisladores y de la posibilidad de desempeñar cargos en el Parlamento. No se ve la 

razón de esta incompatibilidad legal, fundada en motivos religiosos tanto más 

inadmisibles cuanto que el Estado ecuatoriano por declararse laico, ni siquiera 

contiene en su Legislación disposición alguna de acuerdo con la cual pueda 

establecerse quienes han de ser considerados miembros de comunidades religiosas 

o ministros de un culto, de tal manera que si el Estado no se remite a la Legislación 

Canónica 
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o a la Legislación de otras organizaciones religiosas mal podría establecerse siquiera 

quiénes son esas personas para las cuales se establecen estas irregulares 

incompatibilidades. 

Cosa muy parecida encontramos en el numeral 6° del Art. 172 que prohíbe 

a los ministros y religiosos de cualquier culto, el ser Presidente de la República. En 

otras leyes, como la Ley de Carrera Administrativa, Art. 25; la Ley Orgánica de la 

Función Judicial, Art. 201, encontramos también disposiciones que impiden el 

ejercicio de cargos públicos en el primer caso, o de las magistraturas, como jueces 

integrantes de los tribunales y juzgados de la República, a los clérigos y a los 

religiosos; en este caso’ dirigiéndose la prohibición de una manera más concreta por 

consiguiente a los individuos que pertenecen a la religión católica y que tienen esas 

funciones eclesiásticas. 

Todas estas disposiciones deberían suprimirse para dar cabida a una 

aplicación más leal, sincera y amplia del principio de la igualdad que no permite 

discriminación alguna basada en motivos religiosos. 

Otra posible discriminación sería la fundada en motivos de opinión política, 

y el Art. 25 igualmente la condena. A este respecto cabe recordar que durante la 

Junta Militar de Gobierno se estableció una regulación legal, Decreto Supremo por 

el cual se declaraba fuera de la Ley al comunismo y se impedía que los individuos 

afiliados al Partido Comunista formaran parte de la administración pública, 

desempeñaran cargos o funciones oficiales. 

Esta discriminación por motivos políticos fue derogada en una de las 

primeras sesiones de la Asamblea Nacional Constituyente. 

La nueva Ley de Educación Superior publicada en el R.O. 48 del b-VI-1966 

dice en el Art. 30 que para la designación de personal docente y de investigación así 

como para el ejercicio de la cátedra no se establecerán discriminaciones derivadas 

¡de la posición ideológica, ni de la nacionalidad, ni éstas serán causas para la 

remoción; disposiciones éstas que van directamente contra aquella discriminación 

que se había establecido en la Ley de Educación Superior vigente también durante 

la Junta Militar de Gobierno, que excluía igualmente de las cátedras universitarias 

a los individuos de ideología comunista. 

El punto relativo a los afiliados al Partido Comunista ha sido motivo de 

agrias polémicas dentro y fuera del país, puesto que muchos sostienen que siendo el 

Comunismo una doctrina abiertamente contradictoria a la Constitución del Estado, 

a su sistema democrático, a las garantías debidas a la persona humana; no puede el 

mismo Estado garantizar el funcionamiento de un partido que debe tenerse como 

un partido subversivo y dirigido a la destrucción de sus estructuras. Por otra parte, 

existe el grave peligro de que al condenar al Comunismo se involucre en esa 

condenación a muchos individuos de una ideología social avanzada pero que no son 

propiamente comunistas, que obran dentro de la Ley y que no tienen una in- 
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tención revolucionaria o una finalidad de destruir las estructuras sociales 

constitucionales del país. Es una cuestión de prudencia política, la aplicación de 

medidas restrictivas en este campo y deben realizarse siempre dentro del más 

grande respeto a la libertad y en la medida rigurosamente indispensable para 

tutelar precisamente la sobrevivencia de esa misma libertad que podría ser 

gravemente amenazada por quienes practican dichas doctrinas extremistas. 

La igualdad de los individuos con relación a su posición económica y social 

es mucho más ampliamente admitida y sin discusión. Hay que tener en cuenta, de 

todas formas, que también bajo este aspecto, la verdadera igualdad no supone una 

uniformidad absoluta, sino que en muchos casos, exige la aplicación del principio de 

que: quien más puede más debe, por ejemplo en materia de impuestos; en la cual 

generalmente se acepta el principio del impuesto progresivo y no solamente 

proporcional, de tal suerte que las grandes fortunas, las grandes rentas, o los actos 

de comercio de mucho volumen, sobrellevan una carga impositiva 

proporcionalmente mayor y por tanto desigual que la de las pequeñas fortunas, 

rentas o movimientos económicos de poca o ninguna cuantía; esta desigualdad es 

universalmente aceptada como un principio de justicia, y que restablece una 

igualdad más profunda al facilitar la vida, al dar mayores medios, mayores alientos 

económicos, a quienes disponen de menos recursos, exigiendo un esfuerzo mayor a 

quienes pueden más. 

La exclusión absoluta de empleos hereditarios, privilegios y fueros 

personales, es ya tradicional en nuestro país y su declaración expresa en el Art. 25, 

no presenta ninguna novedad. 


